
Despidos colectivos: regulación española 
en el marco de las directivas comunitarias 

l. INTRODUCCIÓN 

La adhesión de España a las Comu­
nidade> Europeas hB Sllpu~to una alte­

ración de la estrucrura de nuestro ~i ste­

m~ de fuentes del Derecho. Así, se han 
incorporado a nuestro ordenamiento el 
derecho comtmitario originario, median­
te su publicación en el BOE; el derecho 
derivado a tr.tvés de los procedimientos 
previstos en los artículos 189 y 191 del 
Trnrado de la CEE; y lo que ha venido 
denominímdosc t omo ''nccrvo comuni­
tario" ('aquis communautaJie''), es de­
cir, los actos adoptados por las institu­
cio!lel) de las Comunidades ante.~ de la 
adhesión. Este último obliga a los E~ta­
dos miembros y será aplicable en dichos 
Estados en las condiciones previstas en 
los Tratados y Acra de Adhesión ('). En 
e~tc último gmpo de norma~ comunita­
rias se encuentra ia Directiv~ del Conse­
jo de 17 detebrero de l975, relativa a la 
aproximación de las lcgislacionc.~ de los 
Estados miembros concernientes a Jos 
despidos colectivos (en adelante Direc­
tiva 75/129/Cff.j. 

El examen del régimen jurídico glo­
bal vigente en nu~tro país de muchas 
instituciones no puede ya abordarse ~x­
clmi~ amente desde ia perspectiva nncio­
naJ;,sinu c¡uc hay que tener en cuenta las 
disposiciones comunitarias que también 
forman parte del ordenarni~llo interno. 
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Este fcm)mcno 110 es ajeno al Dere­
cho del Trabajo, en cnyo sistema de 
fuetJLes hoy tenemos que contar con ias 
normas de o1igen comunitlll'io. entre las 
ct1ales se encuentran las q ue han servJ­
do de hilo conductor a la real[zación de 
e.lte trabajo: la Directiva 75/129/CEE, 
y la Directiva del Consejo de 24 de ju­
nio d~ 1992 por la que se moditlca la 
Direcnva anterior (en adelante Directi­
va 92/56íCEE). Ambas Directivas abor­
dan el conflictivo tema de lns extincio­
nes colec tivas de relaciones laborales y 
condicionan la normativ~ reguladora en 
nuestro país u~: la marcria, guiando la 
acción del legisl:uivo en la ordenación 
de csla materia. Por e llo, el presente 
escrito no se agot~t en d cxmnen de la 
regulación comunitaria. sino que pre­
tende pone r tsta en relación c on la nor­
mativa española acnaalmeme vigente, 
fmto de una reciente ref01m a , sin.olvi­
dar la normativ a inme<liatlilllentc ante­
rior, todavía llamada a prod ucir efec tos 
en los procedimientos iniciados al am­
paro de sus no1mas (} 

Il. DIRECTIVAS COMU­
NITARIAS: FORMA­
CIÓN 

La Di rectiva 75/12\líCEE; relativa 
a la aproximación tic las legislaciones 
de los Estados miembros concernientes 

t') Auículo 397 del Acw de Adhe­
sión de r.sp>i\a y i>nmgal: "Los ICX· 

lO!> OC los u~,; l o~ de las in!Jtilud ones 
M l ~s Comunid:><les orlortados •n· 
tes de lu aúhosiún y o>tablccidos po1 
el Consejo o la Comi<ión en le11guo 
cspmlola y lt.ngua purruguesa serán 
((\lténticos.. ck:~rle d m.omet\IO de fa 
adhc..'íi6n. ~.:n hls mismas condid o· 
n~ ... '\ qu~ In..; 'exros rcdac1ados C-tl las 
sk1c k"gu;c; actuales. Se publicruán 
en el "Diario Oll cial de las Comuni­
\h:u.lt..~ Europeas .. cJ1Ios casos en quC' 
lo!\ te xros de las lenguas actmslcs 
hubieren sido usf publioudos". 

C:) Disposición Transitor\[1 Primera, 
rarrafo segundo de la Ley 11.1')4, de 
19 de mayo. 



98 

a los despidos colectivos. fue res u hado 
del desarro!lo del primer Programa 
de Acción Social, aprobado por 
Resolución del Consejo de 2 1 de enero 
de 1974. 

El Prdmhulo de la Dircc riva seiía­
la que a pesar de aprc~iar una e\'olu­
ción convergente "subsisten diferencias 
entre lns disposiciones en vigor en los 
Eswdo~ miembros de la Comunidad, en 
lo que se refiere a las moclalidHdcs y al 
procedimiento de los despidos colecti­
vos. así como a las medida.~ capaces de 
menu~r las consecuencias de estos des­
pidos para Jo,; trabajadores", dife.rencins 
que pueden tener una incidencia direc­
ta en el funcionamiento del mercado 
común. Con esta justificación, y sobre 
la técnica comunitaria de la apmxima­
ción de legislaciones en materias que 
inciden díreclamcnt.: en el funciona­
miento del mercado común (arrícuio 
100 Tratado CEE), para conseguir la 
e.quiparación de condiciones por la v!a 
del progreso (artículo 11 7 Tratado 
CEE), ~.:. aprobá por el Consejo de la 
Comunidad el !7 de febrero de 1975 1a 
Directiva 75/ 129/CEE. 

Dtmmle el Consejo Eurnpco celebra­
do en Estmsburgo los días 8 y 9 de di­
ciembre de l'JS'.I los jefes de Estado o de 
gobicmo •le lo:s Estados miembro~ rle la 
Comunidad Europea, con excepción del 
Reino Unido, adoptaron una Carra Co­
munitaria de los Derechos Sociales Fun­
dmncntales de los Trabajadores, con la 
finalidad manifestada por los signatarirn; 
de consagrar solemnemente el progreso 
ya reatizado en el campo .>oetal y prcp.,­
mr el futuro de manera que la dimensión 
social de la Comunidad ~lc3nce la mis­
ma importancia que los aspectos econó­
micos. en el marco de la construcción 
del mercado único de 1992. 

Siguiendo esta línea, la Comisión de 
las Cornunidadc.~ Europeas ha elabora­
do un Programa de Acción. precis<mdo 
las medidas que deberían t001 arse a nr­
vel comunitario para dar apli cación o la 
Carta. Es! e Programa anuncia unas cin­
cuenta propuestas que serian presenw-

óas por la Comisión desde ese momento 
has1a tinnles de 1992, sobre las cuales el 
Consejo dchería pronunciarse en un pla-
7.0 de dos años,tras el dictamen del Par­
lamento Europeo y dd Comité Econrl­
mico y Social de la Comunidad. Estas 
J)mpueslllS tendrí~n por objetivo desarro­
llar la dimensión social dd mercado úni­
co. incn:mcntando la cohesión económi­
ca y social de la FJiropa de los Doce. 

Bajo ~~ rúbrica "Mejora de las con­
diciones de vida y de trabajo" In Cmw 
establece en el pumo 7 qtrc "la realiza­
ción del mercado imenor deberá con­
ducir a una mejora de las condiciones 
tic vida y de trabajo de los trabajadores 
dentro de la Comunidad Europea( ... ). 

&ita mejora deberá incluir, si ello 
fuese necesario, el dt:sanollo de cic1tos 
aspectos de la reglamentación iabordl, 

como, por ejemplo, los procesrn; de des­
pido colectivo, o los refexnte> a quic­
br.t". 

Por otro lado, (puntos 17 y 18), im­
pulsa los derechos de información, con­
sulta y pm1icipaci6n de lo<> trabajado­
res, que deben llevarse a cabo en tiempo 
hábil y sefialadamente en c1enos casos, 
como sucede en los procedimienlos de 
despido colectivo. 

En el Progrnma de Acción enuncia­
do por la Comisión contemporáneamen­
tc a la Carta figuraba la elaboración de 
una Directiva por la cual ~e incorpor~­
sen los despidos coieclivos decidos por 
un centro o mw. cmpr<,sa sin1ados en otro 
Estado mrcmhro de aqueí en el que se 
efectúan los despidos. Efectivamente, el 
plan seilllJabn la necesidad de dar un 
caníctcrtnursnaciurml a la Directiva 75/ 
129/CEEcomo resultado del proceso de 
fusiones, absorciones, traspasos, ... , que 
se prutludríun por e! anund o del mer­
cado interior, a fi n de proporcionar un;; 
protección más vigorosa, ame esms si­
tuaciones, a los trabajadores afectados. 

Para responder a este objetivo el 24 
de junio de 1992, el Consejo de lasCo­
munidl!des europeas aprobó la Directi-
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vn 92/56/CEE por la que se modifica la 
Directiva 75/129/CEE rcfcrcnlc 11 la 
aproximación de las legislaciones de los 
E~1ado5 !ll icrnbro~ que se retieren a des­
pidos e o lec ti vos. L:ts mudificaeiunes 
que esta Directiva introdujo en el texto 
de 1975 .,er~n abordadas ni analizar el 
contenido nonnativt• de am~1s . 

III. ÁMBITO DE APLICA­
CIÓN 

El <tkancc d:; la normativa comuni­
taria respecto del objeto al que extien­
rlc l:ts ex igcncias que cstabkcc. se deli­
mita en la Dirccriva 75/129/CEE a 
través de dos vías: 1) definición de lo 
que se .:nticndc por despido ~o lcciivo y 
2) exclusión de determinados supues­
tos. 

l. DEFINICIÓN COMliNITARIA 
DE DESPIDO COLECTIVO 

Esta se contiene en d párrafo pri­
mero del primer artículo de la Directi­
va 75/129/CEE: 

l. "A efec tos de la aplicación de la 
presente Directiva: 

a) se entenderán por despidos co­
lectivos. los despidos efectuados por 
un empresario, por uno o varios mo­
tivos no inherentes a la pe nona de Jos 
trabajRdores, cuando e ! número de 
despidos producidos sea, según -la 
elección efectuada por los Estados 
mi~mbros: 

- para un periodo de 30 días: 

l. al menos igual a 1 O en los centros 
de trabajo q¡¡e empleen habitualmente 
más de 20 y menos de 100 trrtbajrtdo­
res; 

2·. al menos ellO por d ento del nú­
mero de los trJbajadores. en los centros 
de 'trabajo que emplean habitualmente 
como mínimo 1 00 y menos de 300 tra­
bajadores; 

3. al menos igual a 30 en ·los centros 
de rrabajo que cmple<'n habitualmente 
300 trabajadores. como mínimo: 

. o bien. para un periodo de 90 días. 
al menos ig ual a 20;-'sea cual fuere el 
nú01ern de los tr~baj:ulnn:.~ habirua.l­
mente empleados en los centros de tra­
bajo afecrados; ·· 

La definición comunitaria de despi­
do colectivo consl<l de dos d erncntus: 

- Elcrncnro subj etivo: relativo a Jos 
mnlivos de !:1 medida, q\te son dc.iini­
dos ele man~ra negativa, pues no podrán 
ser inherentes a la persona de los tTaba­
jadnres afectados. 

- Elemento objetivo: acumulativo 
resp~cto del anterior, e~ de naturaleza 
cuantitativa y i\Üende a la dimensión tlcl 
dc~pído, debiendo tratarse de un núme­
ro mínimo rlc de.~pidos dentro de un 
periodo determinado. Este elemento 
~~nrnarca numéricamente las postbilida­
óes de cxrcnsión del elemento subjet i­

vo. autorizando a los Est;{dos miem­
bros a que elijan emre dos \·ariantes, 
en función riel pcr k)(lo temporal sobre 
el que se procede a computar el núme­
ro de despidos requerido con carácter 
mínimo para qu" se aplique la noción 
jurídica definida. 

En ambos casos lwbrá que wnsidt:­
rar tantos días narur:tles como los esta­
blecidos t:n la nonn~. a partir del mo­
mento en que se materialice el primer 
despido por motivos no inhe rentes a la 
persona del trabaj<idor. 

Con la Directiva 92/56/CEE la defi­
nición de despido colectivo se amplia. 
para incorporar otras extinciones · del 
contmto de trabajo debidas a la iniciati­
va del empleador por-motivos no inhe.­
renres a la persona del trabajador, siem­
pre que los ck:spiclos sean por lo menos 
Cl!ICO. 

"A efectos del cálculo del número 
de despidos previstos en la letra a) del 

"' 1'S.-" .... 

Yt-'." · .;.·· 
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1 ') R"ppcr1 de In Commis.<ion a u 
Con•cil ser l '~ 1a1 d'app!icatíon <.le \u 
din:ctiv•:. conc.:ernnnt le rappmc.~h e ­

mer;[ :ic!\ législatiom de:; Et~U!i: nu:m­
bn:s rellstives 3UX licencietnenls co­
llec:i íl:, pág. U. 

(' ) Dicmmcn del Con•cjo Ecom\mi· 
co y Socbl !tObf'C r~form;1. deJ mer­
Ciid.> de lr:,hnj<), p&g. 28. 

párrafo primero se asimilarán n los des­
pidos las e-xlirwione.~ del conrral o tk Ira­
bajo productdas por iniciativa de! em­
presario en base a uno o varios motivo:' 
no inherentes a l~t pcr¡;nna del tmbaja­
dor, siempre y cuando los despidos sean 
al menos ciiJco". 

Ltl mayoría de las legi~lacione~, si­
guiendo la p~11ta marcada por la norrllll­
riva comunitaria. h~tn oplado por e l sis­
rcrna de detinir esros despidos a part1r 
de un cie:1o mí m~ m o porcenraje de t ra· 
bajadores afectados durante un de termi · 
nado periodo de tiempo. Sin embargo, 
algunos países carecen del com;qno rle 
despidos colectivos. Es el caso en el que 
se encontraba Espaíia antes de !a refor· 
ma operada por la Ley l l/1994 , de 19 
de mayo. La Lt:y del Estatuto de los 
Trabajadores (en adelame ET) se limi. 
taba a regular con carácter general en 
e l artículo 5 1 el prat:edimicnto de des­
pido por causas económicas o te.cnolú­
gicas, aplicándole el sist>:ma de consuJ. 
ta y notificación ¡¡ las autorid ~tdcs que 
exige la Directiva comun1taria. cual · 
quiem que sea el número de trabajado· 
res :t l'cctados por la medida. 

La ausencia de definción rle despi­
do colectivo en nuestro de recho no 
constituyó de suyo, como ha señalado 
la Comisión Europea, ínaplicHci(m de 
la misma, pues "la noción de extinción 
de los contratos por motivos eronómi· 
coso tecnológicos permite la c.xtcnsión 
de un mismo grado de protección¡¡ ctl::tl· 
qui<.:r dimensión que adopte el fenóme· 
no" (l). 

El Consejo Económico y Social, en 
su Dictamen sobre la reforma del mer­
cado de trabajo, señala la incom•enien­
c ia de aplicar el proccdimicntn de d e~· 

pidas económicos y recnológicos t<lnto 
~ los supuestos individuales como co· 
lectivos de despido y propone que ''de 
acuerdo con los criterios de las Direc· 
t ivas 751129 y 92/56 del Consejo de 
las Comunidades Europeas. s~ limi rc 
el es pecifico procedimienro de aque­
llos despidos a los despidos colectivos, 
definiendo éstos en virtud de la con-

curr.:ncin de diversos dfttos: número 
mínimo de despidos, dimensión de la 
empresa y periodo de tiempo en que 
los despidos se adoptan; u, de forma 
más sencilla. atendiendo exclusiva· 
mente a número y perio,Ju ( ... )En lodo 
caso parece razonable situar e.J Jímil~ 
mínimo de distinción entre despido 
individual o colecrivo en clmhncrn de 
diez despidos en un periodo de noven· 
ta días" ('). 

La k y de reforma del ET, siguiendo 
el modelo marcado pm las Directivas 
~(llnunitarias y avalado por d Consejo 
Ecomímicn y Social, e>tablece expre­
samente un conccp1o d~ despido colec­
ti,·o en la nueva redacción que adupia 
e.¡ artículo 5 !, y amplía !a causa objeti­
va de despido a tudas lns fu ndadas en 
mulivns económicos, tecnológ icos. or­
ganizativos y de producción: 

"A efecto de lo dispuesto en la pre· 
sente ley, se emendt:rá por deo;pido co­
lectivo la extinción de contratos de tra­
bajo fundada > i:n causas económicas, 
técnicas, organizativas o de prudtJccicín, 

cuando. en un periodo de 90 días. la 
extinción aferlc al menos a: 

- Dic7. trabajadores, en !as empresas 
que ocupen menos de l 00 trabajadores. 

. El 10% del número de trabajado· 
res de la empresa en aquellas que OCU· 

pen entre 100 y 300 trabajadores." 

-Treinta trabajitdorcs en las empre· 
sas que ocupen 300 o más trab•tjmlorcs. 

El artículo 49 apartado 9.' del é"J' 
consideraba como causa de extinción 
tlcl w ntrato de trahajo ··¡a cesación· de 
la industria, comercio o servicio d~ for· 
ma definitiva, fundada en causas tecno· 
lógicas o económicas". Tras la rcfmma 
ya vigente la causa enunciada se vuel­
ve más compcndiosa: "d~pido colecti· 
ve ,fundado en causas económicas, téc· 
meas , organizativas o de la producc ión, 
siempre que aquél haya sido debida · 
mente autoriazado confonnc ¡¡ lo di~· 

puesto en esta ley". 



Es tal vez premc.mroaven ltmrr loqu~ 

la nueva fómmla quiere decir a los ojos 
de nwstr.1 jurisprudencia ll~m~d:1 a iu· 
terpretaria, pero los cri1erios utilizados 
a la lm. de i:; lcgi~ lac i6n anterior pue­
den ser orientativos. La fórmula refor­
marla englobaba las situaciones fáctica 
de penmbacióu económica que afccmn 
de modo directo e inmediato a la em-
prcSll, :llenlando contra Hl subsistencia 

2. SUPUESTOS EXCUJIDOS. 

La Dircctiv8 75/129/CEE configura 
su ambito de aplicación no sólo a rm­
vés de 1~ definición cie lil noción comu­
mwna de despido t'o!ectivo, sino l~lll· 
bién nega tivamente, medianre la 
exclusión de dcten uinaclos Rupuestos de 
su campo de exigencia: 

y situándola m la neccsid:l(( ck n:ducir 2. "La presente Directiva uo se apli-
plantilla o extinguir la totalid;td de las car:!: 
relaciones laborales. Estas situaciones 
pu~dcn r~cv11ducirsc a dos catcgnr ía~ : 

crisis económica. que a su vez puede 
obedecer a diversas razones; y crisis 
tccnolúgi,·a. con~ccucncia de la iotCOi · 
pordción de nuevos métodos o nuevas 
tecnologías al sistema de producción. 
Sou l3s dos modalidad~~ de lo que lo~ 
TrilvJnales han identificado como un 
"c.~taclo desequilibrado )' crítico ·en la 
estructura económica y fi nancien; o.k la 
empresa" ('J'S COI\f.admm. 4-l J -81 ). Si 
bien no es necesario que .;;e llegue a la 
total cesación de la industria. bJsta que 
por nownes económicas o tecnológicas 
concurra una situadón tic "inviabilidad 
económica·· (TS cont -admva, 17-l l-
1987). y:1 iJ UC lo q11C justitica la adop­
ción de la medida es el pwpósi\0 de 
hncer más vi¡¡bJe la empresa y conse­
gt•i r ' " fu ncinnamiento (T(1' de 23-6-
82). 

A los efectos de la legislación re­
formada, se consi,lcra igualmente 
como colectivo el despido de toda la 
plantilla. y para el cómputo de los nú­
oncros ele cx t.i ncione~ enunciados an­
teriormenre se tendrán en wcnta wm­
bién los despidos individuales 
superiores a 5 producidos en el perio­
do de referencia por deci~ión dd cm­
plc.~dor)' por caus'"~ no imputables ·al 
trdbajador. Así mismo, p~ 111 evi tar el 
fraude-se ·declaran nuhts las rescisio­
nes de contrntos en periodos sucesivos 
de 90 dfa1 en número inferior aolos 
umbrales señalados, si n qve existan 
causas que lo jusrifiquen:En otro·caso, 
las·exlinciones de.contr:ltos por dcha­
jo de,los nil'eles anteriores·se conside­
o'llrán 'dcspidos'individuales: 

a) a los despido> colectivos dectu:J­
dos en el marco de contratos de traba­
JO celebrados por una duración o para 
una rarea determinadas, salvo si estos 
despidos rienen lugar antes de la fina­
lización o del cumplimiento de estos 
COlliT:ttos; 

b) a los trabaj:;dorcs de lils adminis­
tr~ciones públicas o de las inst itucionc~ 

de Derecho públ ico, o las entidades 
equivalentes en los Estado~ miembros 
en que no conozcan estn noción; 

e) a las tripulaciones de buques ma­
rítimos; 

d) a los trabajadores afectados por 
el cese de actividades del centro de tra­
bajo cuando éste resulte de dct'isión j;.l­
clicial." 

Hay que tener en eucnta qnc las Di­
rectivas comunitarias estudiadas no 
pretenden en ni ngún caso erigirse en 
ob>táculos para la :1dupcio'm por los E;;­
tados miembros de medidas más favo­
rnblcs,para· lo~ · trabajadore' (artículo 5 
de la Directiva.75/129/GEE), Por esta 
ruzón; el que a lgunas,decestas exclu­
sioucs no•hayan sido ·a~umidas por los 
ordenamiento intem os· o . . que,sóloJ o 
hayan sido cwpal'le , no supone inapli­
cación '<Ida D irectiva 'n. Adcrná:>;··ha 
de' tenerse -p resente la ·. doctrina '-del 
TJCE ·respecto 'de· la •interpreta ción 
restric tiva ~dc >·•·"esras · ··exc lusiones, 
por cuanto que 'constituyen excep­
ciones 11 la cx igencía ;.¡jc cumplir··las 
garantías previstas en ·[as Directivas 
comunitarias. 

('¡ Rn¡>pool de ·ta .. Commis.<ion a u 
Con<eil •ur t'éun<l:"P!J]Í<:atiún dt 1• 
d ircct i \'C.: ;onrcr:JJnt -le . r:-tpproct~ · 
rnen1 dr.s l6g;si:ujoru .Ccs.Euusntclll · 
bn::s rc l:tti••e:~ au ,; licendtmtnt~ ·::O· 

l!ecdfs, p.\gJo~ . 22-: y 19. 
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Análi~i~ de las exclusiones previ>-
tas: 

A) En gencr~L las legislac iones de 
los diversos países europeos vinculan 
la ~xpimción del rénnino y la ('Ondl'­

sión de l<t l:m·.a a IH exlinción autumáti­
ca o prácücamente aurorn~1rica de la re­
l;u:i(m lahoral n.rticuladJ a tr~vt'> de 
cont ratos de t rabajo "d~bradox por una 
duración determinada o para la realiza­
ción de una tmea determinada. 

A la vista de esla silu11ciún, los pro· 
blemas de conformidad con la Direcli· 
va cnmunitariir de las legislaciones llll · 
ciona les. se limita <t los supucsto.s de 
exttnc iones amicipadas de cst~ tipo de 
contrate-s por la iniciativa del '~mpka­

dor. que s i~mpre que n:unan les rcqlli· 
sitos posirivrrmenre definidos en d ¡l<i· 
mtfo primero del primer artículo de la 
Directiva habrán de sujetarse a las ga · 
ra_ntías ex1g1das. 

Desde el punto de vista de la l~gi s­

Jaci úfl e'pañn1a, ,1el párrafo l~rü•m dd 
arlículo 49 del ET. tanto en ~u versión 
.-eformada como en la anterior. ~e de­
duce .:1uc el pr<HXdimicnto prc,islo en 
el artículo 51 del mismo cuerpo norma­
tiVO no se aplica a la extinción de los 
contra!n:'\ conduidn~ por una dun:ri{~n 

o ~matara dercnninada. cu~ndo dicha 
extincrón se produzca por la llegada dei 
término o la realización de.! servicio o 

IH obra rc.~pu.:rivamcnlc. 

B) Si'"' ,~]_punto <mlcrior la <tccpt~­
ción de In exclusión curnunllaria cm 
común a r.odos los países, en lo concer· 
nienre a los trabaJ<ldores de lm; admi­
nislracion c~ públicas o tlc instituciones 
de derecho público la situación no es 
lanncra. Ello st:.dcbc ;d parl.icul;!rismo 
conceptual y terminológico con q~e 
cada legislación interna define la fun­
ción pública y el JWms de quienes cj~r­
cen funciones propias del Estado. de 
rnooo que el análisis de! tratamiento que 
a los cfcclos de 13 aplicación del régi· 
men de des pidos colect.lvos a estos su­
puestos da cada ordenamiento nacional 

de he pan ir de la rel;;ciún ,~stabl e e ida en 
el marco intcmo entre el Derecho del 
TrabJjo y Ja~ actividactcs desernpeñ~das 

al 'ervicio de bs adminislracioncs pú­

blicas. 

Así c11 España, Grecia o Ponugal, el 
cadcter labor~] o funcionarial de Ja re­

lación detemlina la in el u ~ión o no en el 
ámbilu clcl régimen de Jos de$p!dos co­
lectivos. Entre nosotros el púrrafo :l del 
artículo 1 del ETexduy~ de su {i mbito 
de aplicación in prestación de >ervicros 
de los func iunarius públicos y personal 

asimilado. 

Haóemlo un balance gc11e:a l de la 

1
situac:6n de las legislaciones de Jos dis· 
1into.1 países a este respecro cabe apre­
ci ar como Alemania, Di naman::~. 

Luxemburgo y Francia (s:tivo insrirucio· 
ncs pírblicus ele curáeter administrativo) 
no acogen la exdusicín comunitmia; en 
Grecia, irlanda, Portugal y Remo Uni­
do l ~i exclu>ión es p~rciaL 

C) La tercera exclusión previ~ta en 

la Directiva 75/129/CEE no h<r sido <rco­
gida por la legislación española ni po; 
la l1oimnksa. 1 ,os dent<ís Eq3dn' m.l in­
cluyen¡¡ los tri puJames de buque~ ma­
rítimos en ei ámbHo de :·egulación del 
dt~spido cnkt!-;vo. 

[)) L~ excepción prevista en cuano 
lugar poc la Directiva 7'i/ 12WCEE fue 
la m;ís comrovertida pues se plan teó la 
cues~ión de si Jos procedimientos con­
cmsales entraban o no en el conccpln 
J,, de~pido colectivo del :u·\. l. l o .. por 

el contrario, estab<mcomprendidos d ~n­
tro de 1 a excepción del Jpartado d ). Est:t 
excepción lB sido suprimida por la Di­
rectiv;1 92¡56/CEE que no obsranle ha 
previsto alguna peculiaridad para el 
c:!su de que el despido cokcrivo se pro· 
duzca por el cese de las actmdade> del 
establec;mlento en virtud de decisión 
judici;tl (6) 

La eliminación de J ~ cxchHión no 
ckmr sin ~mbargo la controvenia pl:u1· 
teada, al menos en su pnmera vertlcn­
re, sm gue, por olro lado, la jurispnr· 



dencía del TJCE en este tema se~ csp~- la >cmencia de condena por parte del 
cialmcnre clarificadora. TJCEE a la que ya nos h~mos referido 

anteriormente por mantener fu~ra del 
En la Sentencia de 28 de marzo de régim~n del despido colectivo ciertas 

19~5 el Tribunal consideró que la re- categorías de trabajadores no prcvistus 
glamcnl~ción belga adoptada para la 
puesta en práctrca de la D1rectiva 75/ 
129/CEE tenía un ámbito de aplicación 
más restringido que ésta, al no asegurar 
la protecCJón gue exige la mmnativa 
comlmÍlaria a lus trabajadores en casos 
de desp1dos colectivos den\'ado~ lid 
d~rrc d~ empresas no decididos ¡udi, 
cialmente. El Gobterno belga sostuvo 
m su dcfen.>n la escasa entidad de estos 
supuestos, pues la gran mayorfa de los 
cierres de empresas, su,ceptibles de dar 
lugar a despidos mlectivos, resultaban 
de una decisión judicial, en el sentido 
de la excepción del art. 1, párr. 2 d) de 
la Directiva. El Tribunal rechazó esta 
argumemación y concluyó gue cntraha 
dcntm del ámbito de la definición del 
despido coleclivo (M. 1 l Directiva 75/ 
129/CEE) "los trabajadores colectiva, 
mente despedidos por cierre total no 
resultante de una decisión judicial"('¡. 

De lodos modos esta excepción no 

había sido asumida tampoco por la le­
gisl~ci6n espaiíofa. 

Art 16 dtl Real Decreto 696/1980 
'Cuando el expediente de aUiorízac i6n 
para extmguir relaciones de trabajo por 
causas económiGII o tecnológicas se 

fundamente en declaractón de quiebra 
de la Empresa, si los síndicos no hubic· 
sen acordado continuar su actividad, y 
en el supuesto de venta judíc ial de la 
totalidad de la Empresa o de pB11c de 
sus bienes, se e;;tará a lo que establece 
el artículo 51 del Estaruto de los Traba· 
jadorcs". 

Este elenco facultativo de excepcio­
nes al régimen previsto en la~ Directivas 
para los despidos colectivos na puede ser 
ampliado por los Estados m;embros 
rnedi<mlc la adición de exclusiones no 
previstas, aun cuando.el derecho interno 
prevea otras formas de protección social 
de los trabajadores de que,se trate (8).Estc 
fue el caw de Bélgica; que fue objeto de 

en las Directivas comunitarias: secror 
~s1illcros. talleres de reparación de na­
víos, industrias rl~ la consinRTión y tra­
bajadores ponuarios. 

IV. EL PROCEDIMIENTO 
DE CONSUL'C-\S 

l. LA I\ORMATIVA 
COMUNITARIA. 

La intervención de las partes intere­
sada> en los procedimientos de reduc­
ción de personal no es uua innovación 
que ~ escala internacional haya intro­
ducido 1" Directiva 75/129/CEE. L:l 
Recomendación número 119 de la OIT 
de 1963 había ya previsto entre los trá, 
mites que deberían preceder a una re­

ducción de plantilla la consulta entre el 
empleador y los representantes de los 
trabajadores. La dirección avanzada por 
este instrumento no vinculante cristali, 
zó en el Convenio de la OIT número 
158 de 1982 que sigue cu csla materia 
el modelo de ia Directiva senalada que 
se había aprobado con anterioridad. Por 
otro !~do, el Protocolo Adicional ( 1988) 
de la Ca11a Social Europea, que sólo lw 
>ido radiicado por 1 os Países Bajos de 
entre los países m1embros de la CEE, 
establece la obligación de adoptar o pro­
mover medidas para que 1m trabajado­
res o sus representantes sean informa­
dos con regularidad o, en su caso, en 
tiempo oportuno. sobre la situación 
económica y fmanciera de la empresa. 
Asimismo dispone que deberán ser con­
sultad~ con tiempo suficiente sobre las 

dec1siones previstas que puedan afec­
tnr de modo sustancial a los intereses 
ddos trabajadores, y en especial 4ue 
¡enga consecuencias importantes sobre 
la situación del empleo en la empresa. 

·La nom1ativa comunitaria, tanto en 
su vcrsi6!! inicial de 197 5 corno sobre 
todo ,en la re rormada de !992, presta 

Cl CommissionJBeJg¡quec·,nff>.irc 
It5~3.,Recuei1·1985, 1039. 

(~) Commi!>slon/belgtqu¡::. affaire 
2\5/8:1. Recudll985. 1039. 



f') ·napporr:.de la, . Commil:~ion 3U 

Con se;¡ 5ur l'iihit 'd'applk'atión de'!~ 
dircctwc concemar te rappro;;he­
mer•t des ICgiSlai ionsli~Et:.lS mein­
brcs rci9Ü\•cs aux l ic~ncicmcri t~ cu­
lle<:tif<, pág 42. 

( '") R>~pon de 1• Commíssion •u 
Coasci l..~ ur l'éün c.J 'aw licmionde la 
tl ireclwc .:<ulcem:tn: le r:tt1pmchr­
HH:: n rd~ J¿.g¡siuliOID U-::~ Eiat.i rm:m· 
hrr.s rt.l(\livr.,, a•1x licc11dcmt.n1s co· 
llo:ctifs. pág. 13. 

( " l Ello oomlltuyc una ionpt>nRr.lo 
dir'eronciR t·.on las norm:« d• le OIT 
qtJc cx.jg,\.·n que s~:..·m r::pri::icnramcs 
de: los lr:tbajador~s en b empres¡~. 

é'') An. M.l . :; ni dol ETen rel~c;6n 

""" el :u1. 62. 2 d: l mismo cuerpo 
te.~:.l l . 

(") A rt . 10. J t.<:y O•·¡:~n i c• de f.i­
l>cnad Sim1ictd d~ 2 úc ngosw eJe 
l9H5). 

[' 041-.' i ~; 
t ' . ,!!}:. 

un u ~spccial ate nc ión a la fase de con­
sultas que. como ha seña Indo la Comi­
s ión en su infom\e. se. configum. den­
tro riel sistema de la Directiva con una 
particular ímport:mcia dentro del mar­
co del procedimiento de los despidos 
colectivos. 

Directivá 75/ 129/CEE 

,lnfculo 2. 

L "Cuando e l empresaJio te11ga tr. 
intención de etecru,u· despidos cole(:ti­
vo~. deber~ consultar a los representan­
tes de los trabljadores con vistas a lle­
gar a un acuerdo. 

2. Dichas consultas tratarán por lo 
menos de la~ posibilidades de evitar o 
de reducir los despidos colectivos, así 
como de la posibilidad de atenuar sus 
consecuencias. 

3. A fin de pemütir a los represen­
tantes de Jos trabajadores que fonnulcn 
propncslas constructivas, el cmpresano 
estará obligado a aportarles cualesquiem 
informac iones ütiles y. en todo caso, 
med iante comunicación escrita. los 
motivos del despido, e l número de k1s 
t.ra bajadores que se va a dc~pe.dir, el 
número de trabajadores empleado.\ ha­
hirualrnente y el periodo en el que s~ 
prevé efectuar los despidos. 

El empresar io estará obligado ~ 
transmitir a la autoridad pública com­
petente una copia de la comunicación 
escrita prevista en el primer piÍirafo". 

La finalidad perseguida por la Di­
rectiva a rravés de la exigencia de cst~ 

f;1se del procedimiento es la de genera­
lir.ar la parricipación de los trabajado­
res a través de la figura de sus rcprc­
gentantes, taJlto en el procedimiento de 
decisión, como en la búsquedn de me­
didas complcrncnt~rias que alivien los 
problemas inherentes al tratamiento de 
la plantilla ('i. Por e llo, lo primero que 
se impone es abordar quiénes son esos 
representantes de Jos trabajadores a los 
que hay obl iga¡;ión de consult<lr con 

carácter previo respecto áe la decisión 
extintiva de los cuntmtos de tmhajo. 

2. LOS REPRI?.SENTANTI'S DE 
LOS TRABAJADORES. 

Lo que debamos entender por repre­
scnmnres de los trabajadores a efectos 
de la Directiva 75/129/CEE, scc>tablc­
ce en su articulo primero. 

Articulo l . "J. A etecros de la apli­
cadón de la presente Directiva: 

b) Se entenderá por •cpr~scntantcs 

de los trabajadores. Jos representantes 
de los trai>ajadores previstos por la le­
gislación o la práctica de los Estados 
miembros." 

Esta regla tiene un doble scnrido: 
pennite al sistema de la Directiva 
comprender toda fómmla nacional d~ 
reprcscnHición de i n tc1~scs de lo> ira· 
bajadores. con tal de que tenga apoyo 
en la ley imerna o práctica socialmente 
aceplada; por olru lado, supone la exis­
tencia en cada Estado miembro de un 
mecanismo rcprc~cntativo, cuya nRlu· 

raleza y alcance no se prejuzga, suscep .. 
tible de operar en el cuadro de un pro­
c~dimiento de consulta/negoClación 
como el previsto en la Directiva (10). 

La normativa comunitaria no impone 
ninguna categoría especial de represen­
t~ntcs de trnbajatlores a los q~c SI! deba 
consultar con exclusión de otros. Para ei 

sistema de la Directiva es inditerenre que 
~e trate de n:pn:scnt~ntcs de los trdbaja­
dores en la empresa o exteriores (11) . 

En España el derecho a presentar su 
informe ya lo poseían los<mtiguos ju­
rados de cmprc~a . y el ordenamiento 
actual io confimta en favor de órganos 
de representación unitaria de los traba­
jadores en la empre~a o centro de tra­
bajo('' ). La intervención en la fase de 
consultas se cxticm!t: también a los de­
legados sindicales (13) . 

"' ~~ .: 



D~ c.< le modo s~ llena de e ontemdo 
la abstracta previ>ión del artículo 51 
párrafo 2 del ET, pánafo tercero anres 

de la reforma, sobre b obligación de 
consultar a los representante> de los tra­
bajadores, los cuales p<Jdrán constituir­
se como interesados en la wtalidad de 
la tramitación del expediente. 

Tanto en la nom1a1iva comunitaria 
como en ci ord~namicnlo español cabe 
apreciar una importante laguna respec-
1 o tic la situación de a usen da de repre­
sentantes. Esta falta de previsión i1 abí a 
sido resuelta en favor del conjunto de 
los trabajador~> de la empresa por la 
propuesta de Directiva de la Comrsión, 
pero al respecto guarda silencio la re­
daCCión final dada en !992, que se li­
mita a hacer una alusión indirecta en el 
artículo 5 bis a todos los trabajadores 
afectados, cuando se refrere a las gar<Ul­
tías jurídiCas de los dere~hos conferi­
dos pr•r csts norma En nuestro Dere­
cho, la ausencia de previsión n01mativa 
es resuelta por la JUrisprudencia a favor 
de que las consultas se realicen con to­
dos los trabajadores. 

Además en los denominados expe­
dientes "paccionado.> .. , aquellm en que 
se alcanza <Kuerdo en la fase de con­
sultas, tienen Jos trabajadores posibi­
lidades de actuar por sí mismos en una 
concreta circunstancia: cuando entien­
dan que el acuerdo entraiia dolo, coac­
ción o abuso de derecho en ~u contra y 
la autoridad laboral no lo estima asf, 
pue> en ese caso podrÍin impugnar el 
acuerdo ante el Juz.gado de lo Social. 

3. MODifiCACIONES INTRODU. 
CID AS POR LA DIRECTIVA 921 
56/CEE-

Es en el campo de la consulta con 
los rcprcscnt.mncs de 1 o~ trabajadores 
donde la Directiva del 92 introduce un 
mayor número de cambios respecto de 
la versión de 197 5. 

En primer témlino introduce un ele­
mento de temporalidad para dar mayo-

res posibilidades a <~stc procedimiento, 
al anadir en d primer párrafo del artí­

culo 2 que la consulta habrá de efec­
tuarse "en r;cmpo hflbil". Esto supone 
una relevante mejora técnica respecto 
de la redacción de 1975, y había sido 
intrOducida, si bien con mayor precisión 
(¡uc la fóm1ula finalmente adoptada, por 
]a primera propuesta mociíficllt.iva pro­
puesta por la Comisión ( "). 

El objeto de las consultas en su ver­
tiente ex post, es decir respecto de las 
consecuencias del periodo posterior a 
la tmna de la decisión extintiva, se con­
creta en e 1 recurso a me di das com pen­
satorias de los efectos sociales del des­
pido. 

2. Las consultas versarán, como 
mínimo, sobre las posibilidades de evi­
tar o reducir Jos despidos colcctwo y 
de atenuar sus conse.cuencias, median­
k el recurso a medidas sociales de 

acompañamicmo destinadas, en espe­
cial, a la ayuda para la readaptación o 
la reconversión de los trabajadores des­
pedidos. 

L;; Dircctiv~ del 92 se (iecmHa de 
este modo por la experiencia de los 
modelos alemán y francés, los cuales 
obhgan al empresario a la presentación 
de un Plan Soci nJ. En Alemania éste sólo 
puede ser acord<tdo con el cons.:jo de 
empresa, y en Francia se limita su exi­
gencia a li1s empresas con más de cin­
cuen!a traba.iadores, debiendo el ~m­
picador comunicarlo a los 
rcprcscnl<lmcs de lo~ trabajadores o a 
éstas directamente cuando no haya re­
presentantes_ 

El principal objeto de estos planes 
es fijar indemnizaciones especiales 
para o.:l p(;rsonal despedido, pero tam­
bién pueden incluir otros aspectos, 
como la reducción del tiempo de tra­
bajo, traslados. jubilaciones anticipa­
das, formación y readaptación, ete. 
Esta especie de Plan social que prevee 
la Directiva de! 92 podría ser supleto­
rio o complementario de un Plan de 
viabílidad o de produclividnd, ya que 

(")Aparecida-en el D.O:C.E. de JO 
demwiembrede 1991 Aludhal ini­
cio de las con.sultlt.s cm1 '11a amda­
r-i6n sut16ente". 
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la Directiva no limita las posibilidad~s 
de acuerdo. 

Otra mejora que la D1rectiva ucl 92 
introduce respecto de la regulal:ión del 

75, es la que. de abrir a los Estados 
miembros la posibilidad de que lo' rc­
prescntamcs de lo~ trabajadores puedan 
acudir a expertos para d examen de la 

información suministrada, pues de la 
adecuada comprensión de ésta depen 

derá en buen medida la efectividad de 

la intervención que Ia DirecLiva exige a 
través del trámite de consultas. 

Los E~tados micrnbrus podrán dis·· 

poner que los representantes de lo.1 tra­
bajadores puedan recurrir a expertos de 
conformidad con las legislaciones y/o 
prácücas n~Clonates. 

En rclnción con !a infonnación que 
el empresario ha de suministrar a los r­
epresentantes de los trabajadorc~. )¡¡ 

Directiva del 92 cslublccc obligacio­

nes más pre.:isas. 

.'\. "A fin de permitir que los rcpre· 
sentan1es de los trabajadores puedan 
formular propuesta~ constructivas, el 
empresario, durante el transcurso de la1 

consultas y en liempo háhil, deberá: 

a) proporcionilf toda la infonnacióu 

perlincnrc, y 

b) comunicarles, en cualqukr Cl\SO, 

por escríro: 

1) !os motivos del proycc;o de th­
f!lúo; 

11) el número y las categorías de los 
trabajadores que vuyan a ser despedi­
dos; 

ll!) el numero y las categorías de los 
trabajadores empleados habitualmente: 

IV) el periodo a lo largo del cual está 
prev1s¡o efectuar Jos despidos; 

Y) los criterios tenidos en cuenta 
para designar los trabajauores que va­
yan a ser despedidos, si las legislacio­
nes y/o práctica~ nacionales con~ieren 

al empre~ario competencias en tal sen­
tido; 

V!) d método de cálculo de las po­
sibles indcmnizadoncs por despido di>­
ruuas de las denvadas de las legislacio­
nes y/o pnícticas nacionales. 

El empresario deber(t transmitir a !a 
;mturidad pú blica compcientc una co­
pia de la comuni e ación escrita, que con-
1mg11, al menos, lo~ elementos previs­
tos en los incisos !} a v) de Ja letra b) 

del párrafo primero". 

Esta m formación, que habrá de su­
ministrar.'\e durante el trascur"o de las 
consultas y en tiempo hábil habrá de 

~er la "información pemnente", expre­
>ión que deja un amplio margen a la 
discrecíonalidad del empresario. Sm 
embargo, el alc;mce de ia obligación 
de informar se concrctn más en rela­
ción con la información que en cu~l ­

qu¡er ca~ o hay que comunicar por e.l­
crito. A este respecto se re~ oge 
información que ya exigía la Directi· 
va del 75: los monvos del despido, ctC: 
"proyecto ck lkspido" >e dice ahora; 

el número de los traba¡adores que se 
van a despedir y de los r¡uc c>tán em­
pleados habitualmente, ahora se afia­
de también sus "categorías"; el perio­

do en que se prevé efectuar los 
despidos. Pero adcm;ls la Directiva del 
92 añade contenidos informativos 
nuevos: los criterios tenidos en cuen­
ta para designar los trabajadores que 
vayan a .1cr rbpcdidos, si las legisla­
ciones ylo prácticas nacionales con­

tftrcn :u ' cmpresano competencia en 

tal sentido y el método de cálculo de 
las posible~ indemnizaciones por dcs­
pidu distintas de las derivadas de las 
legislaciones y/o pr:ícticas nacionales. 
Salvo esta última infonnadón, una 
co¡lia de lodos los demás comenidos 
informativos deberá ser suminimada 
a la autoridad pública. 

Por otra pane, la nueva rcd~c~ión de: 
1992 toma en consideración el supues­
to de las empresas controladas por otras 
situada' fuera del &lado miembro en 



el que ~e producen !os despidos. Lo~ 
problemas que origina e.1ta situación 
para el logro de los objetivos de la nor· 
mativa comunitaria sobre despidos co­
lectivos ha estado en el origen de la 
adupción ck: la Directiva 92/56/CEE, la 
cuai dispone que: 

4. "Las obligaciones establecidas en 
los apartados 1, 2, y 3 1c aplicar:ín con 
independencia de que la decistón rela­
tiva a Jos despidos colectivos se~ to­

mada pur d prupio e m presano o por 
una empresa que eJerza ei control w­
brc é!. 

En lo que se refiere a las infra~cio­
ncs alegadas de las obligaciones de in­
fonnación, consulta y notiftcación es­
tablecidas en la presente Di rectiva, 
cualquier ju~Lificación del empresario 
basada en ei hecho de que la empresa 
que tomó la decisión relativa a lo~ ;les­
pido~ colectivos no le ha facili tado la 
mfonnación necesana no se podrá to­
mar en con~idcmción'' , 

Efectivamente, los procesos de re­
e~tntcturaciún empresarial (fusiones. 
absorctones, etc) que se producirían 
con el anuncio dd mcrcatlo interior 
afectarían a gran número de trabajado· 
res, mue has veces por dccis ionc.1 a dop­
radas a un nivel superior al de su em· 
presatio di recto. con el eJecw negativo 
que ello pcdrfa tener para stts derechos 
de información cuando la empresa 
matriz no esté conminada lega lmente 
a fadirar la mformación a la empresa 
afectada, en buena medida por el esca · 
w desarrollo de las regulaciones na­
t·ionales sobre comité> de represenum­
tes para grupos de empresas. A este 
nuevo obJNÍvo introducido en el Pro­
grama de 1989 ~e prc:endc dar rcspttcS· 
ta a través de la Direcuva 92(56JCEE, 
haciendo que el e m pre~ari o di recto que 
realiza los despidos colectivos no pue­
da excusar la falla de información su­
ministrada por la empresa controlado­
ra o administración central de una 

3 LEGISLACIÓN ESPAÑOLA. 

El artículo 2 de la Direc tiva 75/129/ 
CEE enuncia el deber de consulta a bs 

representantes de los tmhajadon'.s, eu~.n­
do el cmprcsano tenga la intencJón de 

efectuar despidos colecti1·os y. al mis­
JJlO tiempo, trata de lo que stguiendo a 

la Comisión en su informe, podría en­
tenderse como -:.1 contenido ue l:is con­
sultas Éste englobaría. tanto el objeri­
vo del trámit,; de crmsultas (b1 

cDnsccución de un acuerdo para evitar 

o reducir los desptdos colecti~·os y ate­
nuar sus consecuencia~). como la infor­
mación que ha de someterse¡¡ !a consi­
deración de los represen tantc:s rk los 
trabajador~ s. 

Los mayores problemas se planTean 

en relación con Jos objenvos que deben 
perseguir las consultas y la detemJina­
¡jón de las inforrnac1on~s a . .;;um.ini strar 

p~ra t)lle la~ mi~mas puedan realizarse 
en la práctica. Precisamente en estos 
aspectos, la Comisión, <:11 su informe 
enviado al Conse_jo sobre el estado de 
la aplicación de la Directi•:a 75/1 2'J/ 

CEE, consi,!eró qu~ la adaptación de la 
nom1a1iva española es muy dudosa ( 11), 

situación que se vio agravada eon la 
m¡1yor precis1ón con que la Directiv~ del 
92, posterior a la publicación del infor­
me. configura los objeti\'OS del proce­
dimiento de consultas y ia documenm­
cióu que ha tic ser smniníslrada a !m; 

representantes de los rrnbajadores. 

Así,nueslro Derecho no determina­

ba expresamente el fin que debe. perse -
. guir el trámite de consultas. En cuanto 

a la información a suministrar a los re­
presentantes de los trabajadores. que tie­
ne por oh jeto dar sentido y vinualidad 
práctica a la intervención de {:slos en el 
procedimiento de despido colectivo_ 
nuestra legislactór1 e~ excesivmnente 

parca_ El párr.afo 3 del artíc ulo 51 hacía 
una vaga alusión a "la información 
am~dit!tliva del cxpdk.ntc", mientras 
que el Real Decreto 696/80, de 14 de 

Emprcsa ,complcja para'ju, tificar el abril (en adc1antc RD 696/lHI), en ~u 
incuinplimienro· de sus obligacione~ artfculo 10, se refiere escuetamente a la 
comunitarias. "docume ntación j ustificativa de los he-

r~) ·Ruppur\ de,-·ht" CmnrnissiDI: i.lU 

Con~eiL'>.urVét~t d~3pplir .. ;aion de b. 
Uin:ctivc -conct.-nmlll -lt:· -rappiúcht:­
nte.nt·dr:s législations dC'~~ El al'\ -mem­
bres rd!itiv~s uux tict!Jll'iemt>nts co­
lk.<.tifs. p:lg. 7S 



.··t 1~ ): Rapport;:dc J¡J.~:Commission a u 
ConselJ.sud'·éla l d;'-npplication dl!-la 
dirccü vo· oonccm!Ulkle rnpprochc­
meo\ de..< législation,des Etnts mom­
brc.s-rdali \'l.. "S· aux·.Jicc-nt..:icrncnl.li·co­
llootif,, pó~. 78. 

(") Dictmnen del Con,ojo Económi­
co y SoL:jal sobn: rt:fomla del mer­
cado ce tr~bajo, pógs. 29 y 30. 

chos que determinan la necesidad de la 
extinción"_ 

La Comisión dcmHJció en ~u Infor­
me que en nuestra legislación no~~ en­
contraba referencia al sentido o utihdad 
ni de la~ consultas, ni de la tmnsmi.>ión 

de infonnacJón a los representante> de 
lns trabajadores, y de ello se podría de­
ducir un "incumplimíenro signitlcativo" 
de In Directiva 75/129 en uno de los as­
pecto~ m~s imp0111mtcs de Stt regulación 
Ci' ). Sin embargo, la necesaria interven­
ción administratlvn previa a fa realiza­
ción de los despidos cokcti'•os impidía, 
a juicio de la Com1si6n, llegar a esa con· 
clusión, pues d aJtículo 13 del RD 696/ 
80 comporta exigencias precisas y 
abundantes en e uanto a la documenta­
ción que hay que pre~enrar a la <lutori­
dad admínistraLiva compelen le. 

No obstante esta benévola interprc­
Jaci\ín de la Comisión, la doctrina es­
pañola había considerado que el empre­
sario debía suministrar a Jos 
representantes de los trabajadores la 
info¡mación prevenida en el artículo 13 
del RD 696/80, pmcuantoquc l~. docu­
mentación que se debe transmitir a és­
tos ha de ser en todo caso "justificali­
va•· y no mcn!JI1ente "explicativa" del 
cxpedieme, y además, en caso de fraca­
so de la negociacitSn, debe aportarse a 

la autoJidad laboral. junto con el expe­
diente. el informe de los representantes 
de 1 os traba jadorcs. de modo 4 u e ó no 
se les suministra toda la documentación 
.ius:iftcativa de las razones que mueve n 
al enuxesario a solicit<~r la ~dqpción de 
la medida extintiva, se propiciaría su 
indefensión. 

En relación con la previsión comu­
nitaria (Directiva 92/56/CEE) del plan 
social. y ante la carencia en nuemo or­
den<mliento de una previsitSn pareja, el 
Consejo Económico y social, en su Dic­
tamen sobre la reforma del mercado de 
trabajo, señaló que la información <¡uc 
ha aportarse a los representantes de las 
trabajadores en el marco del trámite de 

consultas del procedimlell!o de despi­
do colectivo debería "tener un alcance 

sutiClente, wmprcnsivo en todo caso de 
la justificactón de. la causa y de la me­
dida propuesta y en térmmos tales que 
penmta un t!ebarc aju.ltado a la reali­
dad y no limitado exclusivamente~ la 
medí tb ~cmdada y las compensaciones 
a pac!ar", concluyendo en la razonnhi­
lidad de que para 'empresas de un de­
terminado tamañn se requidese la pre­
senrnción de un plan de ~m pico" ( 11). 

La Jc.y de refonna dd ET recoge con 
un mayor grado de concreción el objeto 
del tr{uni te de consu!ta.s y exige expre­
samente la claborJción de un pl¡men las 
empresa.\ de más de 50 trabajadores. 

"La consulta con los repre ~en tan tes 
l~gales de los trabajadores ( ... )deberá 
versar sobre las causas moti vndorcs del 
expediente y la posibilidad de evitar o 
reducir sus efectos, así como sobre las 
medidas necesarias para atcnunr sus 
consecuencias para los trabajadores 
afectados y parJ posibilitar la continui­
dad y viabilidad del pro~ec t o cmpn:sa­
rial. 

En todo caso, en ic.s empresas de más 
de 50 trabaJadores, se deberá acompa­
ñar a lit documentación iniciadora dd 
expedienre un plan que contemple las 
medidas anteriormente ~c~aladas". 

Sin embarga, esto 110 puede cumi­
derar:;e como suficiente. Con la exigen­
cia de la transmisión de una infom~a­
ciónmá¡¡ abunda nlc, detallada y precisa, 
gue la Directiv¡¡ del92 com,norla. e! dis­
l~m:iarnicnto de nue>tro ordenamiento 

respecto de la nom1 ativa comunnana se 
incrementa. Incluso con la interpreta­
ción dada por m1cstra doctrina respecto 
del contenido de la mformactón obh­
gatoria, el deber informativo del empre­
sario no parece alcanzar toda la "infor­
mación pertinente" y ni siquiera la 
mínima que fija el anículo 2 en ~u pá­
rrafo 3. 

Esp~;:ialmcme llamativa es la situa­
ción de nuestro Derecho respeclo de los 
criterio.1 de se] ccción de lus trabajado-



res a despedir. De nuc~lro urd~namien­
to deduc~ 1~ doctri~1 la comperencta del 
empresario para designar a los trabaja­
dore~ afectadm por el despido, p~ro no 

ewtblece más que un criterio de selec­
ción: el de la pnoridad de pem\ancnciR 
de los representante!. lega les de Jos tra­
bajadores ("). Esta prefe.rencia para In 
permm1encia en la empresa pretende que 
la extensión dd alcance de la decisión 
extintiva a un trabajador concreto no 'e 
base en "1 condición de representante, 
y al mismo nempo trata de a.~egurar que 
el rcprcscntanfc continúe su actividad 
como tal durante la tramitación del pro­
cedimiento. Esta prioridad, aunque nin­
guno de Jos preceplos aludidos lo mati­
ce expresamente, opera solamenle 
d~JJiro de la propin categoría, pues ei 
contrato de trabajo vincula al empresa 
rio y al lmbajador únicnmeme en rel~­
ción con his labor~s propias de un~ ca­
t~goría profes10nat concrela. Sin 
embargo, otra interpretación más am­
plia podría deducirse de la definición 
de "grupo profesional" del anículo 39 
del ET, pues si el empresario puede 
mover al lrabajador entre puestos de 
di versas categorías del mismo gmpo 
profcsinnal, éste podría cxlgir su pcr .. 
manencia en puesto de dicho grupo, 
aunque de dilerente categoría_ 

El que la Ley omita la menc;ón de 
cualqt1icr otro ~rilcrio amplía la díscrc­
cionalidad del empleador, pero tanto la 
An!oridad labora anrorizante como la 
jurisdicción podrán controlar y enjuiciar 
la razonabilidad, objetividad y legali­
dad de los criterios utili~~1dos (''). 

La Ley de Relaciones Laborales de 
i 976, siguiendo a la~ normas pceceden­
¡es, no permitían al empresario decidir 
libremente quienes habrían de ocupar 
lo> puestos de tea bajo que se mantuvie­
sen en cad~ categoría prufesiomtl en 
caso de reducc16n de plamilla. Las cri­
tecios utilizados por la Ley, cuyo orden 

de pnoridad se deducía de un DecmiO 
de 1 de noviembre de 1972, configura­
ban el siguienlc orden de preferencia: 
p1imero los representantes de las traba­
jadores, después y sucesivamente, los 

minusválidos, los titulares de familia 
numerosa y los mayorL'> de 40 años de 
edad, y finalmente. los trabajadores de 
mayor ~tnt1güedad en la empresa. Den­
tro del mi,;mo nivel de prioridad gow­
b¡m de preferencia aqueUos en que con · 
curner:1 además la prioridad del nivel 
i nmrdiatanu~nte inferior. 

Cabría prcgul}larsc s.i c:stos critcíios 
scmados por la legislación anterior al 
ET se n1anticncn vig~nrcs en ntn:s!To 
ordenamiento actual, como disposicio­
nes de rango reglamentario, por virrud 

de la drsposición final cuana del ET. La 
m<iyoría de la doctrina es conrrmia a esta 
posibihdad pues deduce de la cxprc,;a 
mención de un criterio de preferencia y 
del silencio sobre los demás un propó­
Sito norrmHivo de no exiemión a otras 
:\Üu~cione~. 

En una visión panorámit:a de la;, 1·~­

gislacione> nacionales de los países de 
laComunidadse puede observar que las 
facultades del empresario para la con­

creci(Íll subjeliva de su deciSlÓ!l extin­
tiva se encuentran más 1 imita das que en 

nuestro país por la existencia de preci­
sos clirerios de selecc¡ón. Los criterios 
más frct:ucntcs son los de antigüedad 
en la empresa, cal!ficacrones profesio­
nales yrcspons~bi!idndcs l'nmi!inres. En 
Franc1a y en halia tienen prioridad los 
crilCrios fijBdm; por los convenios co­
lect.ivos; en este último y en los Pafses 
Bajos respecto de los crilerios de seiec­
ción se cont:cdc unR importante inlcr­
vcnción a la autoridad laboral pues ésta 
o bien los fija o se limita a controlar su 
aplicación. E;;c control t:orrcspondc al 
juez en Irlanda y Reino Unido para 
cuando el trabajador considere que la 
medida ha sido incquítativa, o social­

mente injustificada en Alemania. En 
este país el conseJO de empresa tiene 
competencias de codceisi6n en la fija­
ción de los criterios de selección. con 
arbitraje en caso de desacuerdo. 

Respecto de las supuestos de con­
trol de nnas empresas por otras a que 
hace referencia la Directiva 92/56/CEE 
para prevenir que a su través puedan 

(") Anku.io 51 ¡:>árr.tfu 9 dd ET. El 
<·lr!. 68 h) IT re¡1Rnr.J1 r:\1 ··priori­
dad ... r~.spc~..:to dt: lus dcrn:h- twba· 
jadort"':s, ~n ló:O; Sllpue~m~ d¡; :;.usp-::n · 
si..Sn o ~:>..liucíún por CUL!s:-t.~ 

tecnológic:l!'> n cc:,1n6mk<.~s" . Eslc 

artfcu ~o hay q uc ponc..~do en rel~c i6n 
con r.t art_ 1 O . .l LOLS que ~xti omit 
:.t los dc.-h~g~1dos si11dlcaleS; la~ g:~tr'ln­
tías e.¡;rahlecida..; para lüs 1mcmbros 
d.t: bs comjtts d<." t:mprcs.:l. 

{ 1.;) M, R(~i:·íguc:r. Pdn:-tn "b. selec· 
ci6n de lo" rrab:1j:~dorc!'> 9fec¡adu:; 

pur un e-xpOOicnle de r.:-guladón de 
empleo y su control'". R~lar..lan~:;.la­
Wmlcs, tomo l?M9-I. pág. 26 
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e!Udirse las garantías qu.; c.srllblecc, la 
Ley 11/1994 de refom1a del ET ha sido 
consciente de la necesidad de propor­
cionar una protección m:is ,-igoro~a a 
los intereses de Jos trabajadores en c.~­
tas situaciones en que pueden quedar 
e.xpuestos a riesgos rnay0rcs. Así la 
nueva redccción del artkuio 5 1 dispo­
ne que: 

"Las ob! ignciones de infom1aci6n ~ 
documentación previstas en d presente 
artículo~ aplicarán con indepenrlcncia 
de que la decisión rd ativa a tos despi­
dos colecttvos haya sido romada por el 
empresario o por la cmpre~a quecjer¿¡¡ 
el control sobre éL Cualquier justifica­
ción del empresario basada en el hecho 
de que la empresa que tomó la dcásión 
no le ha faciiitado la información nece­
saria no podrá ser ramada en conside­
rnci6n tt fal efecto'~ . 

V. PROCEDIMIENTO DE 
DESPIDO COLECTIVO 

1. NORMATlVA COMUNITARIA-

La fase del procedimiento de despi­
do colectivo en el sis1cma de las Dir\~C­
tivas comunitarias tiene por objeto ga­
rantizar una intervenc ión de ln auloridad 
pública interna. La naturaleza y funcio­

nalidad de esta inrervención presenta 
pe e u tiariLl:tdes propias en los diferen­
tes ordenamiemos jurídicos de los Es­
tados miembros, siendo particularmen­
te llamativa su cunfigurución en el 
sistema español. 

Artículo 3 Dire~tiva 75/ 129/CEE 

J_ "El cmprcsm1o estará obligado a 
nolificar por escrito c ualquier proycct() 
de despido colectivo a la autoridad pú­
blica competente. 

La nolili cación deberá contener to­
Jos los infonncs útiles rcfcrcnlcs al pro­
yecto de despido colectivo y a las con­
su ltas con los representantes de los 
trabajadores previstas en el artículo 2, 

especialmcnlc los motivos del despido, 
el número.de trabajadores qlie se va a 
despedir, el número de tmb~jarlores lm­

bitualmenu: empleados y ei periodo en 
el que se prevé que se vnn a efectuar los 
tlt:lipiclo>. 

2. El empresario cstar-.i obligado a 
tnu\Smiri r n los represent<~nres de lo~ tr&­
bajadores una eopia de la notificación 
prcvilta en el apanado l. 

Los represenlank$tk los trabajnrlo­
res podrán dirigir su5 eventuales obser­
vactones a la autoridad públi~a compe­
rcnre." 

La nonnativa comunilaria prevé este 
procedimiento como una eta¡xt poste­
rior a la fase rle consultas con lo5 repre­
sentantes de los tmbajadurcs, puc~ en 
la fase del procedimiento ahora estudia­
da habrá ele informarse a las autorida­
des competentes, cntn: otl'lls co~as. del 
resulrado de las coosullas mantenidas 
en d trámite pre~edente_ 

Pero la ínfonnación que ha de ser 
objeto de notificación a las autorid~des 

administrativas internas es m{u; amplia, 
IOda vez que la llnalidud con que el sis­
tema comunit¡uio diseña la imcrvcnción 
pública prevemda es la de garantizar un 
peri()du d~ tiempo previo a la extinción 

de los contratos de trabajo en que las 
ilutoridades competentes, a la luz de la 
infonnac ión suministrada, bust]t>cn su­
luciones a los problemas planteados por 
la decisión extintiva_ 

Articulo 4 Directiva 75/l 2WCEE 

2_ ''La autoridad pública competen­
te aprovechará el plazo señalado en el 
apartado l para buscar solu~ioncs a los 
problemas planteados por los despidos 
colectivos considerados". 

Tal vez cabrfa lamentar que la Di­
recti va del 92no haya introducido para 
este trámite un criterio de temporalidad, 
como ha considerado conveniente res­
pecto de la fase previa de consulta~. & 



evidente que una excesiva dilación no 
garantizaría tJUC la situación de hecho 
fuese idéntica a la que atravesaba la 
Empresa durante el rdmite de consul­
tas y que la documentación que en su 
día se entregó a los representantes de 
los trabajado re' gu~rdc relación directa 
con la situación precedente. Lna exce­
siva tardanza en notiticar la infmmación 
pertinente a la autoridad pública com­
petente haría estéril el resultado ak<m­
zado en la fase previa ue las consultas y 
por tanto hablia de tmponerse la rcapcr­
tura c\c dicho trámite. 

En relación con la infonnación que 
el empresario debe aportar a la autori­
dad púbhca,la Directiva del 75 vuelve 
a rcctmir a la utiliz~t:ión de conceptos 
vagos e indeterrmnados: se alude a "to­
dos los infom1es útiles··, de manera que 
la de.lenninaeión de lo que esto signifi­
que quedará a la discrwonalidad de las 
legislaciones nacionales, sin que 'ea lí­
mite su fi cil~ntc a e.sta ~mplitud el con­
tenido mínimo que el pá!nfo segunda 
del artículo 3. 1 establece. 

El artículo 3, con la aprobación de 
la Directiva de modificación del año 92. 
no ha experimentado más que la adic­
ci<ln de un nuevo prlrrafo relai !vo a los 
supuestos de despidos colectivos con­
secuencia del cierre de la empresa como 
resultado de una decisión judicial. en el 
que se relariv1za la exigencia de inter­
vención administfilliv~ (20). Sin embar­

go, la ausencia de criterios precisos de­
tinidore' de Jos contenidos infom1ativos 
exigidos se corrige vía artículo 2 párra­
fo 3.". el cual en su nueva redacción, 
como ya hemos tenido ocasión de ob­
servar, ordena que el cmprc~ario tratH­

mita a la autoridad públic~ comp~tente 
un~ copia de la comumcación escrita 
que ha de remitir a lo' representante' 
de los U<\baiadores con OCll~ ión del trÍI­
mite de consultas. Se excluye úmca­
mentc la ncccúdnd de que la copia que 
se envíe a la autondad pública conten­
ga "el método de cálculo de las posi­
bles indemnizaciones por dc~pido dis· 
linras de las denvadas de las 
legislaciones yío prácticas nacionales". 

En esta fase las Directivas comuni ­
tarias preven así mismo la participación 
de los represent:mt.:s tk lo,; trab~1jado­
res presentando observa•· tones a la au ­
toridad pública competente. Para thlr 

vinualidad a .:~ta po>ibilidad. exigen 
la' Directiv<!S que ~e rransmita a los re­
presentantes de lo~ trailajadorcs un :1 

copia de la m>til'ic¡¡uón que e! empre­
.l:lrio ha comunicado a la autoridad pu­
blica. Sohn~ e l eomcnido concrclO de 
~.~ta copiJ la normanva comunitatia no 
añade mnguna rnatiz:ll'i6n pm lo que 
hay que entender que habrá de scrcom­
pk·ta, aún a riesgo de 1·e !terar ínfonnn ... 

ción a los rcpre~cmamcs de los trabaja­
dores a la que ya hubieran tenido acceso 
a tr.n·¿s de la fase de G(msultas. Ello es 
cangnoentc con la facultad potestattva 
que >e concede a los repre;;entames de 
lo~ lrahajadore~ d.~ dirigir obscn:acio .. 
nes a la autoridad pública competente, 
pue> para que esta intervenc tón pucdiera 
ser efectiva seria nece:-;ario que lo~ re .. 

present.antcs de los n·~,b•\iadores estuvie ­
s~n al corrient~ de toda la mfonnación 
que ha sidn suminisrrada por el cmpr~­

sario ~' la autoridad pública. 

L:t legislación c~pafiola no impone 
a los emprc~arios la obligación de re­
mitir a lo., rcprescnr:mtcs dr: los tmba­
j3dores copia de la notificación hecha a 
la autoridad pública. La propia Comi­
sión, en su Informe. al Consejo justifi­
ca esta ausencia, en prinCipio mcompa­
tibk cun la regulación de h Din~ctiva: 
"en Espana no estamos ame la exigen­
cia de una simple nou!icadón, sino que 
d empresario presenta u~a demanda de 
autorización que será objeto de aprecia­
ción puramente administrmiva baJO el 
ángulo ele! control dd cmplcn" (2'). Pre­

cisamente sobre éste tema volvere­
mos más adelante. 

2. EF!CACL<\ DIFERIDA DE LOS 
DESPIDOS. 

Para garanti7~1r laeticacia de la inter­
vención administrativa a efecto> de pro­

curar soluciones a 1 os problemas plan­
teados por lus despidos proy"et;tdos, las 

(") Dire<o1iva 92/56/CEE "!\o ob, .. 
ra.nte. lo; E.::fj.(IO:': mrrmhros po,trá.n 
t'Siahlec::r que e-u el ~.:a.~>ú de un p~u­
~ccto de despido colccti\'o produci~ 
do por d cc-.s~ de in.s. activid3des del 
c.stahJecimicnto en vintld de d.xisión 
judici.ll, d emprc-..sario sólo deber~ 
lloliücado por-escrito :.Jla autoridad 
pública compdenle a pcrición d~ 
ést~". 

(}11 Rappon do: la Commls:s:!on au 
Conseil sur J'ét~l d'application de la 
d!re.cttve C'OilCl"-l':lanl le :-approcht­
mt>nl d::s légísbtíous des EL..Jts mc:m­
hre.i:i rela;ive~ sux lice.nciemenr~ co­

llec:(ifs. pág. 56. 
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{-2~)·Ln-'i"tuaitlicióri:OCJ-p~~wis(J ~stñ 

-c::>Ci.t.S¡:¡._mt-nle --r~-gul~ci:l:por -m1ej¡,tm 

or<.lcmunicnlu htboml 'Pese r.a, la ·exi ­
gend:n p1é ~e-deriva rlel-nnfculo ll 
,<Jo! Convenio de,,a 011'n .. ' !58 m­
.¡ijir.iidtJ por-E.spafls d 26 de .abril de 
,:1985'; y-según el cual "elrmbajador 
cuya=rel.ac-ión de· trabajo \•aya a tbr­
se- por :-ú.!rminada 1cndrá dert---eho ~ 
un pla1.o de prcavbo lugar. a una 
lnd~mnizad6n. a meno~; que sea (":u1 ~ 

pahlede-sma f:illa·grn~,o·c de c..1J fmJo· 
le- que'serÍa :irr.IlOrt3ble- pedir al em­
plcactorqae cn;l.tir.uarn empleándolo 
dur .. wlt: :t:.l·=p!azo de· preavi.s.o" 
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DirectivaS''Comu n iuuias,' imponen, la ne .. 
ce~idad,deHr;¡scurso de un periodo de 
ricmpomínimoanres delcual la decisión 

exrintiva dd(KCOnlnrlns de trabaJO del 
empresario no podrá comenzar a ~urtir 

cfct:to~. ba rcg,ulrrción,de nuestr·o D~re­
cho en este aspecto es irm1tlcicnre. 

Artículo 4 Directh·~ 75/129/CEE 

1. "Lo~ despidos cukc!ivoscuyopro­
yecto haya sido notificado a la autoridad 
pública compelen te. surtirán efecto no 
ames de 30 dfas después de [a, notrl!ca­
ción prevista en el apartado l del ;rr!ÍC<l­
lo 3. sin perjuicio de las disposiciones 
que regulan los derechos individuales en 
mnrcria de plazos de preaviso". 

Este es el aspecto en qm: aparece m~s 

claram.ente defmido el contemdo del 
mandato nom1ativn de la Dm~ctiv~ en 

esta fase del procedimiento. Como mí­
nimo, 6te plazo deberá ser deJO días, 
y comenzará a cnm¡mrarse desde el día 
después de haberse efeclwulo la notifi­
cación a la autondad pública competen­
te. Además, la nonnativa comunttaria 
pretende deJar ;t salvo lo que en el dere­
cho interno se haya podido establecer 
en relación con la institución del prca­
vi~o. Ahora bien, en caso de su extsten­
cia. se pueden plantear ducl!!.~ ,·cspcclo 
del senüdo Je la salvedad que hace el 
artículo 4. 1 de la Directiva. 

Podría entenderse que lo:; días del 
plaw d~ pr~avi.so habrían de añadirse 
a estos treinta dia~ prcvislOs en la nor­
mutiva comunitaria, s; tnen tal vez se:; 
más razonable entender que la nanna 
comunitaria lo que prdcnd~ e~ reafir­

mar la superposici6n a su~ mamlalos de 
las dispostciones nacionilles más favo­
mbil:s, en es re caso las que prevean un 
periodo de prea vis o superior a lus 1 rc1 ntn 
dí::Js establecidos para que puedan te­
ner cfic:Jcia los despido~ decididos(''). 

La Directi\'a admne que Jos Estados 
miembros Oexibilin:n t:! cómputo de 
este plazo, tanto en el semi do de su rc­
duct:ión como dt: su ampliación. 

Artículo4 

i párrafo. 

2. "Los Estados miembros podrán 
conceder a la autoridad pú hlica campe­
rente la r~cultad de reducir d pi azo cun­
remplado en el prime 1' pár,mfo. 

3. En la medida en que el plazo ini­
cial previsto en el :1partado 1 sea infe ­
rior a 60 díns, los Estados miembros 
podrán conceder;; la auloridad pública 
competente la facultad de prorrogar el 
plazo inicial ha,ta 60 días después de 
!a notificación, cu:wlo lo' problemas 
pl:mlcadm por los desptdos colectivos 
considerados corran el riesgo de no en· 
'centrar so!unón en el plazo iniciaL 

Los Esrados miembros podrán con· 
ce<ler a la autonuad pública cornperen­
¡c faculiades de pró1Toga má~ amplias. 

El empres¡uio dcbern '~r informado 
de \a prórroga y de sus moJi vos, antes 
u~ la :oxpirnción del plazo inicial pre­
v tsto en el apmatlo 1 •·. 

Elu~u de es la posibilidad de ampiia­
ctón o reducción del plazo prcvislo re­
quiere que se motive, lo cual es ev¡den­
¡e cuando se trJia tic su rcducti6n, dado 
e! carácter de nonna mínima que tiene 
la prc,·isión comunitari:L 

Por otro lado, la Directiva 92/56/ 
CEE añade trrl nuevo párrato al artículo 
4 por el que su aplicación será faculta­
ri va para los estados mtembros en el 
caso tk de>¡mlo' colecm·os que aen-
ven del cese de la actividad w:prcsa· 
riaJ como consecuencia de decisión ju­
diciaL 

Los Estados miembros no estarán 
obligados a <rplicar el pre,ente anículo 
a lo~ despidos colectivos producidos por 
el cese de las aclividades del estableci­
micnro cuando este resulte de una deci­
sión judicial. 

Cabe larn~nlar que cnn\lestro orde­
namiento no se prevea un plazo míni-



mu previo a la entrada en vigor de las 
extinciones proywadas y decididas, si 
bien ello puede explicarse. por la espe­
cia! configmac ión que prcscnw en 
nue>tro >istcma 1:; intervención de la 
autoridad administrativa que a continuJ­
ci(m pasamos a ahordar. 

3 LA L\'TERVENCIÓN 
ADMINISTRATIV."-. 

La función de las autoridades admi­
nistrativss a efectos de la intervención 
prevenida es dispar en los distintos sis­
temas nacionales. dada su·flexible con­
figu ración comunitaria, si bien en todo 
caso, por exigencia de las DLrectivas. ha 
de servir a la búsqueda de solucionés a 
los pmblem:L~ planteados por la decisión 
empresarial extimiva de los contratos de 
tmbajo. Cuáles sean esas soluciones, 
tampoco es objeto de precisión en la nor­
mativa comunitaria, por lo que incluirán 
la posibilidad de adopción de medid¡¡s 
laborales propiamente dichas (movili­
dad. ~usp::P.sióu de empleo. reducciones 
de JOrnada), medidas de arnoniguarnien­
to d~ los electos de la decisión extintiva 
(prestaciones de desemple.o, recoloc:1· 
ción, fommción), etc. 

Esa intervención presenta distinta 
inlcnsitlad según la función que dichos 
efectos se encomiende a la autoridad 
pública competente. La definición de 
esa función es compclcncia de Cllda uno 
de los Estados miembros sin encontrar­
se con otras limitaciones procede¡1tes 
del Dercdm comunitario. 

Asf, algunas legislaciones atribuyen 
D la autoridad pública un papel media­
dor entre las parles (lt:llia, Luxembur­
go y Portugal), o les permite proponer 
mejoras en el plan social (Francia). o 
prolongar ~1 periodo de consulta (Gre­
cia). En nuestro ordenamiento. a la au­
toridad laboral corresponde, o 'la sim­
ple aprobación de los 'acucnlos 
concluidos, o bien autorizar. los despi• 
dos. cuando los acúerdos'.nri-sei1Júllie­
sen alcanzado. Sólo en'Españary.~los 

Países Bajos se mantiene•1a exigencia 

de autorizlción administrativa pam los 
despidos t:olcctivos, ~1 igual que ·en 
Grec1a en alguna medida . pues las au­
toridades helenas pueden aceptar o re­
chazar los despido;; u redueír su núllle­

ro. El sistema de autorización 
adminislnHiva ha sido abandonado re­
cientemente en Francia (1986) e'l y 

P011ugal ( li.JX<Ji. 

Es evidente que las Directivas co­
munitarias no im¡.1oucn a los Estados 
miembros un sistema de amorización 
adminisrrati va como requisi!O previo 
para poder pro ceder a los d ~~pidos, pero 
de la imposición de tal condición a ni­
vel nacio11al no podría deducirre incum­
plimiento de la normativa comunitaria. 
pues se rrataría de una cláusula más fa­
vorable para los trahaj:ldores }' en con­
secuencia prevalecería sobre los mín1-
mos exigidos por las Directi \•as 
comunitarias, como se desprende de l 
artículo 5 de éstas. 

La necesidad de a.utori?.ación admi­
nistrativa para exiinguir relaciones c.le. 
trahajo por motivos económicos o !eC­
nológicos tampoco se c.lec.luec del Con­
venio de la 01T número 158 ratif¡cado 
por España. Éste se limita a exigir la 
notificación a la autoridad labor.;l de 
confom1idad con la Jcgis lr.ción y la 
práctica nac ional C'). 

4. ORDENAMIENTO ESPAÑOL: 
LA AUTORIZACIÓN 
ADMINISTRATIVA. 

Es e.n t:osta fase de l procedimiento 
donde la legislación española se mut:s­
tm más prol.ija. Sin embargo. es tam­
bién aquí-donde nueHro sistema pre­
senta mayores peculiaridades y donde 
la adaptación de la normativa españo­
la a las Directivas comunitaria<; pare­
ce más dudosa, como se de~prende del 
Informe de la Comisión al Consejo, 
elaborado a la lu:t de (P. normativa vi­
gente con anterioridad a la reforma le­
gislativa recientemente operada que en 
este aspecto no ha introducido vari:l­
cianes sustancia les. 

(D) Sn Fmn:ia una Le y de t;ntm de 
!993 inll'odujo una di•posición por 
la q11e se declarn nulo o.l procedi· 
1mcnto eJe c.lcspic.lo s:i ch:·mpleudor 
no pre-.sent.a nn pl:m ~ la t:oo~ulta con 
los rcp;c~cntan tc:s dt.: lus tralx~ado­
re:-;. phm que pte\'ea di.'itintas--medi­
da. de n:corrtc,.ión Jo lo> trabaja· 
dores interesados. Es1;1 exigencia ·ha 
SidO f UCrtCffiCn(C criti-;adát::l1 1t1l!'d iOS 

ernpresarínles inrerprt:t:indola c:nrno 
la rcintroducoión en el proc.~irnien­

:o de despido de efectO< similarM o 
los del requ1.sito de aulorizución. 

(?") Anícu!o l4. 
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Como venimos observando, esta 
rase del procedimiento de despido co­
lectivos en e l sistema comunitario gira 
alrededor de la intervención de la auto­
ridad administrativa con vistas a la bús­
queda de soluciones a Jos problemas 
plrrnteados por los despidos proyectn­
dos. 

En nuestro ordennmtenio la inter­

vención de la autoridad pública com­
petente tiene carácter diferente en fun­
ción del resultado que haya surgido de 
la fase de consullas precedente entre el 
empresario y los representanles de los 
!raba jadore s. 

Si en e~te trámite se ha alcanzado 
acuerdo cnlrc las par tes, acuerdo que 
como ha señalado la juri~pn.rlicncia, ha 
de obtenerse con la representación del 
conjun1o de los rrabajadore~ (TS 22·11· 
9 1), la funCión de la au 1 urídad laboral 
se limira a la convalidación del acuerdo 
alcan1.ado. 

An. 51 ET apartado 5 párr. 1, según 
redacción dada por la Ley 111!994: 

Cuando el periodo J c consu !las con­
cluya con acuerdo entre las partes, la 
Aulom!ad Laboral procede rá a cliclar 
resolución en el plazo de quince días 
naturales, autorizando la extinción de 
las relaciones labmaks. Si transcurrido 
dicho plazo no hubiera recaído pronun­
ciamiento expreso, se entenderá autori­
zada la mcliitla cxtinlio:a en lo~ lórmi· 
JJY~' .W-1:\leD:.p.t<ldo~ ,~u ~,¡ .~<::-~J.do .. 

Por Jo tanto, si la fase de consullas 
ha conclui do con acuerdo entre las par­
tes, b intervención de la autoridad ad­
mmistmtiva en nuestro ordenamiento se 
configura como lUla actuación reglada, 
de manera que no podrá denegar la so­
licitud, y en caso de que en el plazo es­
tablecido no ~e pronu ncie, operará , 
como ya prevefa el ET ames de la re­
forma, el silencio administrativo en sen­
tido positivo. Sin embargo, también en 
este supuesto la autoridad admmistrati­
va dispone de facultat.lcs de luleh y vi-

gilancia par:\ !Jsc¡¡lízar la regulruidad de 1 

desarrollo del proceliimicnro de consul­
las que finalizó con el acuerdo que con· 
diciona su func ión. 

Artículo 5 J ET a~irtar!n 5 pán1lfo 2.' 

"No obslanll: lo di~puesto en el pá­
n·ato anterior, si la Autoridad Lnboral 
aprecbsc, de ofící o o a instancia de pru·­
te, la existencia de liaude, dolo, coac­
ción o nbuso de derecho en la conclu­
sión del acuerdo, lo remitirá, con 
suspensión del plazo para dictar rcw­
luc ión, a la Autoridad Judicial a efectos 
de su posible dcdaracíón de nulidad. 
Del mismo modo actuará e u ando, de 
oficio o a pellción de la Entidad Ges­
lora de la prcslaL:it\n por desempleo, 
estimase que el acuerdo pudiera tener 
por objeto la obtenc1ón indeb1da de 1 as 
prestaciones por parte de lo.1 trabajado­
res afectados, por inexistencia de la cau­
sa motivadora de la situación legal de 
de~cmplco". 

Si la fase de consultas concluye si n 
acuerdo entre el empresario que proyec­
ta los desptdos y Jos representantes de 
los trabajadorc~ . la decisión del prime­
ro no podrá ser eficaz sin haber obteni­
do antes la correspond íenre autorización 
de la autoridad laboral competente, ún 
que sea suficiente la notificación pre­
venida w el si&t~ma de Jss Directiva& 
comunitari :1s. 

"El empresario que tenga la inlen­
cíón de dccluar un dcspídn coicctivo. 
debmí solicitar autorización para la ex­
nnctón de los contratos de traba jo con­
fom1c al procct!imknlll de regulación 
de empleo previsto en esta Ley y en sus 
nonnas de desarrollo reglamentario. El 
p mccdí mic.nlu se iniciará mcd íantc 1~ 
solicitud a la Autoridad Laboral com­
petente y la ape11ura simultánea de un 
período de consulta con los represen­
lames legales de los trabajadore >'". 

Una peculiaridad de nuestro sistema 
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e.s la posibilidad que brinda el apanado 
noveno del anícuio anterior a los traba­
jadores, para que a través de sus repre­
sentantes, procedan a solicitar la auto­
ri7.ac ión an1e la pasiv idad del 
empresario. Aho111 bien, se supccii ra el 
ejercicio de esta facultad ¡¡ que fuere 
presumible que la no incoación del ex­
pedicntc por el empresario pudi~ra oca­
SIOnar perjwcíos áe imposible o dificil 
reparación. De todm modos, cahría du­
d:!r de la efectividad de esta previsión 
pues la auto:ización adminimativa no 
extingue por sí rni•ma las rel;tciones 
laborales constituidas, sino que simple­
mente habilit~ al empresario para q11c 
adopte una medida con esa vinualidad 
extintiv¿, de manera que el empresario 
siempre podría negarse a hacer uso de 
ella(!' ). 

L:1 solicitud de a11torización admi­
ni mativa para extinguir los conrratos de 
trabajo habrá de dirigir•e a "la Autori­
dad Laboral" (:tri. 51 ET apartado 2) 

La indeterminación de esta referen­
cia dd ET ya contenida antt:s de la n:­

fonna, era precisada por el anículo 8 
del Real Decreto 6C)(J/1 9KO en lo~ si­
guientes términos: 

- El Director Provincial de Trabajo 
y Seguridad Social: para resolver los 
expedientes que afecten o empresas 
radicadJts en la provincia de ha~ll! 500 
trabajadores, siempre que la extinción 
contractua) no alcance a más de 200. 

- La Direcci6n General de Trabajo 
e> competente para resolver los expe­
dientes que afecten a empresas con cen­
tros de trabajo (a los que haya de alcan­
zar la rcsuluciún administrativa} en 
varias provincias, salvo que la propia 
Dirección General delegue su compe­
tencia en una de las Din:ccionc.~ Pro· 
vinciales implicadas. Facultativamente. 
la Dirección General podrá recabar la 
competencia cuando el expediente se 
refi era a empresa de ámbito nacional, 
tenga especial tra~cendencia social u 
·pueda afectar a más de 200 trabajado-

res. atmque la empresa no alcance los 
500. 

Estas competencia.<; han sido trans­
faidas a los órganos de gobierno tk di­
versas Comunidades Autónomas ("). 

La comunicación lt la Autoridad La­
boral (y a los representantes de los tra­
bajadore-s) deberá ir acompañada de 
tod3 la docum~ntación necesaria par,¡ 
acreditar las causas motivadoras del 
expediente y la jus¡ificación de las me­
didus a adopta r, .;:n Jos rénnino~ que re­
glamentariamente se determinen. La 
doc~mentación precisa que habrá de 
remitirse a lu autoridad iabom compe· 
tcnte se detalla e.n el anfculo 13 del RD 
696/l 'J!-:0: 

Primero. Relación de la rotaiidad de 
los trabajadores del cemro o centros 
afe.ctarlos por "1 expediente, con exprc­
sióll del nombre y ape llidos, fecha y 
lugar de nacimiento, especialidad y gru­
po profcsion~ l . ft.:eha de ingrc.'\o en la 
Empresa. sueldo mensual y si ostenia 
la condición de representante legal de 
los trabajadort"s. 

Segundo. Relación separada del res­
to del personal de la Empresa con indi­
cación de los mismos datos, en el e uso 
de que no afee\C a la totalidad de la plan· 
tilla, si la autoridad laboral lo estima 
necesario. 

Tercero. Memoria explicativa de las 
causas económicas o lllCnológicas mo­

tivadoms del expediente. 

Cuarto. Documcnta.cíón ccon6mica, 
que consistirá en los balances y cuentas 
de pérdidas y gnnuneias de los tres últi­
mos año~; 111 clcdar~cíún a efectos del 
Impuesro de Sociedades. en su caso, 
también relati\'3 a los tres últimos años; 
informe relativo a los aspectos finan­
ciero, productivo, comercial y organi-
711tivo de la Empresa . 

Quinto. Infonne del Cnmité ele Em­
presa o Delegados de PersonaL En el 
supue~to de no ncompafiarse el rnencio-

( 11) En esre~entíclo o!TJCEF. llasos­
teuido 'lu"' ta Directiva 75/129/CEE 
no afecta a l•~ihenad .dd empres.n­
rio de-de~tuar. o.no.Jos d.espidos co· 
lectwo< flfllyectado< { Oan<k,Mcm· 
larl>eiJ erforl>und e.t 
Specialarheirlerforbunderi Hanmark 
v. Nletscn-&··SonMoskin-fnbrik N 
S, on fait litc, athirt 2X4Jl(3. Rccucil 
1984, 553). 

("'lAn<luluoía (D 103Sil984), Gali· 
ci~ (D. I 999/!981). Valcncia(D. 2621 
t985). Paf~ Vasco (D. 8 t2/1 9SS). 



(") Rcú >IHción de 16'6·1979. · 

('')· CISS ·Jaborol. por Tomás · Sula 
Fmnco d gnucioAlbíol Mónteoin<><, 
volumen IV, cap. J 5, pág. 36 : 

(l>) [}irec liva 92156/CEE: nuevooar · 
lfc.iJ16 2 Ofl'lllAdo 3 p:írral'n b), v). 

nado infonne, se entenderá que desis­
ten del derecho que les otorga el artícu­
lo 64. ap:111.ado 1, punto tres, a), b), del 
Estatuto de los Trabajadores, previajus­
rificación de que se ha solicitado por 
parte del ctnpre.~mio. 

Sexto. Informe del Censor de Jura­
do de Cuen1as en los términos solicita­
dos por quien íns1e el expediente, pu­
diendo la autoridad laboral, dentro de 
los plazos de la resolución, pedir am­
pliación del mismo para m-:jor resolver. 

Séptimo. Informe de la Entidad Ck~· 

tom de ia prestación de desempleo. 

Esre extenso ~:ontcnido informativo 
no cubre, sin embargo. todas las exi· 

1 

gencias que se derivan al respecto del 
artículo 3 de la Dircetil:a de 1975. Así, 
en nuestra normativa in tema no se ~xi­

gc IR comunicación del periodo ¡;n que 
se prevé efe.<: tuar los despidos. Por otro 
Indo, en principio no hay tmnpoco obli­
gación de transmitir una relación de la 
totalidad de la planri lla, pues la apre­
ciación del carácte.r necesario de esta 
información que la Directiva re.quiere 
incondicionalmente, se deja a la di~crc­

cionalidad de la autoridad laboral. 

fáctica sobre la que se proyectó la tra­
mitación administrativa del expediente 
y el periodo de con6ulllls con!osrepre­
~entantcs de los trabajadores , pttdicndo 
quedar las finalidades perseguidas en 
ambliS trámites defr~ml~das por una 
prolongación excesiva del periodo pre­
vio a la extinción decidida y autoriza­
da. Estas importantes razones, unidas a 
la apuntada por la Dirección General de 
Empleo relativa a la incertidumbre a que 
se somete al trRhajador en ese periodo, 
habrían hecho acun~cjable exig;r al 
empresari<l la asunción de un compro­
miso sobre el tiempo en que pretende 
licl·arnefecto su propósito extintivo que 
puedie~e ser fiscalizado por l;1 Admi· 
nistración. 

La :segunda omisión denunciada su­
pone la posibilidad de que la autoridad 
laboral se desentienda de los cr i te rio~ 

de selección utilizados por el empresa­
rio para designar~ los trabajadores afec­
tarlos por su decisión ex tintiva. Esta 
omisílÍn de un dato requerido por el ar· 
tículo 3 a¡¡artado l. párrMo 2 de la Oi­
rcctiva hay que ponerla en conexión con 
la nueva rtdacción de la normativa CO· 

munitaria de 1992, pues ésta. entre la 
infon11ación que exige remitir a los re­
presentantes de los t r~bajadores duran­
le el trámite de consuitas, señala ''los 
criterios tenidos en cuenta para de.~ ig­

nar los trabajadores que v~yan a ser 
despedidos" ("'). Esta infonnación es· 
pecíficc. no :se excluye de la copin que 
el emprcsa.rio h~brá de lr.msmitir H la 
autoridad pública compe1ente ;1 tenor 
del citado precepto. 

Ambas omisiones son trru;ccndcnl cs. 
pues sLtponcn una limitación a las fa· 

cuJtades de rutel a y fiscalización con 
que nuestro ordenamiento configura l<t 
intervención administrati 1·a. En relación 
con la primera, parct:c conferirse al 
empresario una facultad par.t hacer efi­
caz su decisión extintiva en cualquier 
momenro una vez autorizada, lo cual 
ocasionaría una situación de inacepta­
bie inseguridad jurídica para los traba· 
jadores afec tados. Por ello la Dirección 
Gcncrnl d.:: Empleo ha advenido reite­
mdamente que la aplit:at:i6n úcl pcrmi­
sono se puede posponer indefmidamcn· 
te en d tiempo e7

), y la doctrina ha 
señalado que la autorización no es una 
"conserva" a abrir cuando al empresa­
rio le convenga, tic rmmcra que la de­
mora equivale a una renuncia de lo au­
torizado e8). Ello es así porque el 
trascurso del tiempo allera la malidad 

La legislación csp~iiola no garanti­
za a los representantes de los trabaja­
dore$ el conocimiento de las causas in­
vacadas pur el empresario ante la 
Autoridad laboral para justificar su drus· 
tíca decisión que tanto les afec ta, pue.s 
no impone la obligadón de darles tras­
lado de copia de la infonnación aporta­
da a la Administración. Esta importan· 
te omisión no sólo supone un claro 
apartamiento del contenido preceptivo 
de la Directiva comunilaria, sino que 
además desvirtúa en buena medida la 



inrervención de los representantes de los 
1r.tbaj:1dorc.~ en esta fr.sc ele! procWi­
miemo, pudiendo producirse una ¡\bien a 
indefensión. 

S1n embargo, la Comisión, en su In·· 
fonnc al Consejo en relnción con la 
normativa española anrerior a la Ley l1/ 
94, no !o entendió así, y justifica la au­
sencia que presenta nucslm ordenación 
en el hecho de que en España "no se 
tr:!l~ de la cxig-.:nci~ de una simple no­
úficación, sino que el empresario pre­
scnrfl una demanda de autorización que 
será objeto de una aprcdaci ón pura­
mente administrariva bajo el ángulo del 
conrro! del empleo" (·~') . 

!Juran re la tr.!ll1iración del expedien­
te las faculrades de vigilancia y comrol 
de la auloridaú administrnriva se extien­
den a la posibilidad de recabar de las 
autoridades competcnles la pamlización 
de las medid~> que en dicho periodo el 
empresario pudiere adoptar para hacer 
ineficaz el pronunciamiento de la Ad­
miniolr:tción (art. 51. 3 ET). A este res­
pecto, sin pe~uicio de la comperenci.1 
<jue pudiera com:spt:»Jder 31 orden j u­

risdtccional penal re~pecto de los acto> 
del empresario dirigidos a colocru·se en 
si!Uacíón de insolvencia y de este modo 
hurlur l o~ derechos indemnizatonos de 
Jos trabajadores (art. 65 LPL), e! Juz­
gado de Jo Social puede decretar el 
embargo preventivo del deudor de ofi ­
cio o a inst~JJcia de p3rlc (arl. 66 LPL). 
Así mismo, cuando la extinción pro­
puesta haya de afecrar a más del 50 por 
100 de los trabajadurc~ de la empresa. 
las .obligaciones de u-ammisión de in­
formación por parte del empresario. se 
~mplian, pues .las ventas de btenes de 
é·>lll (distintas de !Jrs,propi~s de ~u· acti­
vidad comercial ordinaria) habr:ín de ser 
notiCicadas por el empresario a la Ad­
ministración y a los reprcscnrantes del 
personal, con el linde impedir posibles 
intentos de evasión parrimonial (artículo 
5b3 ET). · 

. :..· .. ,,.: .... :.· , ,'\ ·~ ',)'' .. ... _. 

·· · La:resolución del.ex.pcdicntc ,.~e :l-e­

gula .en.elapartado :6.Q,deJ. artículo 51 
delET:···: · '-~ ,, ... ,. -· ;(·· 

"Cu•1ndo e.J periodo de consu iras 
concluya 5in acuerdo, la Autoridad La­
boral dict ará resolución, ·estimando o 
desesrimando. en rodo o en parte, la so­
licitud emprc~arial. La resoluc ión se 
dKwrá en el piaz.o de quince días natu­
rales 8 partir de ill comunicación a la 
Autoridad Laboral de ·la conclusión del 
peliodo de consultas: si · iranscurrido 
dicho pla7.o no hubier~ recaído·pronun­
.:iamiento expreso, se entenderá aurori­
z:,da la medid:t ::xtinr iv:~ en Jos térmi­
nos de la solicitud. 

La resolución de · I ~AntoridHd Labo­
ral ocrá motivada y congrJcnte con la 
solicitud ''rnprcsflrial. La autorización 
procederá cuando de la documcnlacit.n 
obrnme .en el expediente· se ·desprenda 
razonahlcmcnrc ·que las medidas ·-pro­
puest.a.s por la empresa son ncct:sa rias a 
los nnes pr~vistos en el apa11ado l de 
este l\ri Ículo". 

A luz de la legislación anterior a la 
última reforma , ~1 pl:u.o de que dispo­
ne l;, aurondad laboral para resolver e! 
exped;cnte no es susceplible ni de pró­
rroga ni de suspensión, y su mmSl:ur>o 
sin resolución admirústmtiva expresa 
operab;¡ en senrido dcm:g~torio de la 
so!icitud presemad~ por silencio admi­
nistr:Hivo, quedando ab ierta la via del 
recurso. Si contra la denegación ráci lll 
se imerponía recurso adminisrnuivo y 
el mismo no S(: rcsolvie.-a en plazo de 
quince días narura]es, la perición úcbc­
ní entenderse concedida, es decir. ope­
ra la regla de que ~:1 doble s ilencio equi­

vale a estimación. 

E~ ta regulación del período de tiem­
po en que la a u toridad.hlboral J1a de rc­
solv~r el expediente no cumple la. exi­
gencia comuníraria de establecer .·un 
.plazo mínimo antes de cuy.otérmino no 
podní ·producir efectos> la-decisión, de. 
exlinción de.Jos conl.ralos··de , trahajo. 
Esta exigencia .responde ,a garantizar-a 
la autoridad pública ·nacional un .perio­
do de tiempo.-adecuado,para la búSlJ u e­
da de soluciones a..'los ,,problemas plan­
teados por los despidos proyectados. La 
finalidad propuesta podría entender-se 

·1'1 R•f>port d< lo Commis>ion su 
Con.,cil sur t'état d '"pplictti()fl de 1• 
rlirectivc concemanl le rnpprochc· 
m~m tlcs lég.ísJatio1lS des ElatO\ mem· 
bres r:-hu.ives aux lircnc!cmentb ctr 

llcotifs, púg. 56. 



"i' 'l :Propue>13'1le CEOEyGEPYME 
-<souro'¡lolídca de rcnuo~·y morcado 
·-·dé-to't.bajo de' no,~ernbre • de t 99~. 
·P•g:""22.''Propugn• u;usi:;r·at'm!lxi­
m'o b1og;:;Jnci6n tn1en1n en la mot le ­

ria :t la Dircc.:tiYa comunimri:~ . pues 
enrfenden que st1pc:rnr el ní\·eJ de 
prmcc.:dón de é:itra nos mwltr.ndrla en 
¡; j aut~ción de inferio.í dnd .:omperili­
".' írcntc a los oLros poísclai comuni· 
tarios. 

'Satisfecha por la necesidad de uutorizn­
ción administrativa para los casos en 
que 110 se ha logrado acuerdo emre el 
empresario y los representantes de los 
trabajadores. Sin embargo. la re-ducida 
duración del plazo máximo establecido 
para que la Administración se pronun­
cie. que si· quiera nmes de la refunna 
coincidía precisamemc con e l plazo 
mínimo que ha de trascun·ir para que 
los despidos puedan tener efecto en el 
sistema comunitario. junto con su ca­
rácter improrrogable, a diferencia de la 
postbilidad que brindad artfculo4 ap~r­
tudo 3 Directiva del 75. hace baw111re 
thaiosn que s~ pueda entender que en 
nuestro ordenamiento se ¡;arantice a la 
Administración un pe1iodo de tiempo 
adecuado para poder estudiar los pro· , 
blcmas planteados por los de~pidos y 
afrontar su solución. 

La rc~olución ad mini strativa que 
autorice ia extinción de los contrarosdc 
trabajo no extingue por sí misma ~~-~ 

n:laciones laborales, sino que habilita 
al empresario para proceder al despido 
de los t:rabnjarlores afectados. 

La resolución que recaiga es sus­
ceptible tlc impugnación en vía admi­
nistrativa y posteriormente ante los 
.Juzgados de lo Contcncioso-Admiuis­
tr;H ivo por el empresario, repre­
sentantes de los trabajadores y por 
los propios afectados. La jurisdic:ciún 
contencioso-<tdministrativa puede rev•­
sar la regularidad de la decisión admi­
ni stTativa, el cumplimiento de los tr.i­
mitcs y requisitos dispuestos por la ley. 
y la rcl~ción de puestos de trabajo y 
trabajadores afectados por e l expedien­
te de regulación de empleo (TS 26-Xll-
88; 

La impugnación de la n:wlud ón nu 
impide que ésta sea inmediatamente eje­
cutiva y "en el supuesto de que se inter­
ponga por los n·abajadores afectados 
recurso en la vía contencioso-adminis­
trativa, no procederá el abono de sa la­
rios en caso de que la sentencia les fue­
ra favorable" (art. IIJ. 2." del RD ú%/ 
80). 

Es1<1 ·regla que establece ·una elica­
cia ex IUJIC de la revocaciún·dda reso­
luci6n administrativa (TS 13-12-1990), 
puede llevar a si t uaciooe.~ de clam in­
justicia en perjuicio de los trabajadores 
afectados. La autoriznción·administra­
tiva y la subsiguiente d~cisión ~mpre­

sari~ l extintiva detem1ina que·los tra­
bajadores afectados S(' cncucntrcu en 
situación de desempleo involuntario con 
·derecho a prestaciones en funcióu ele la 
cotización prevista. El trab<tiador debe­
d i11s<:ribirse como parado, si bien la 
solicitud se entiende fomoa l i z~dn por su 
inclusión en ia resolución. El artículo 
19. 2" del RO 6'1ó/HO parece suponer 
que durante la resolución del rc~:mso 
contencioso ·administrauvo que les re­
sulta fm·orahle, los trabajadores ~fecta­

dos han percibido las prcstacioJR'> por 
desempleo, pero muy bien pudier.¡ su­
ccclcr que esto no fuera cieno, por el 
simple hecho d~ que es! os trabajadores 
no reunan los requisitos legales parn 
percibir tales prel;taciones. 

El tema de la autorización adminis­
trativa p~ra extinguir rcla.:ioncs labo­
rales >e ha convertido en uno de los as­
pectos más cont rovertidos de la 
regulación e~pañola sobre despidos co­
lectivos, y ocupó un lugar de>racado en 
las Jist11Sioncs que se ~usrítaron 3nte 

la inminencia de la refonna dei marco 
nonnativode los despidos colecti\'O> co t 

nuestro país. 

Algunas voces abogaron por ;m su­
presión y sustitución por la pcsibilidad 
de un conLrol judicial a posteriori, cali­
ficándola de "rareza que hace cargar 
sobre nuestro~ empresarios exigencias 
tic !:tS qur. ~.;tán liberndos los de nues­
tro entorno competidor" y que además 
"distorsiona la capacidad de organiza­
ciún del empresario"("). 

El Grupo Segundo Jd Consejo Eco­
nómico y Social, en el voto panicular 
que formuló colectivamente a la pro­
puesta de dicta m en sobre la refonna del 
mercado de trabajo, sostuvo la conve· 
niencia de dcmgar la autorizaciún exi­
gid:\ por ser un mecanismo obstaculi-



zador de la> dcC!SlOnes empresarinlcs 
que la:; encarece sobremanera, d~ ahí, 
que a su emenJcr," se haga preciso ar­
l.icular un sistema, experimentado y vi­
gente en la inmensa mayoría de los paí­
ses de 1 a Comunidad Europea en vittuct 
del cual se agilice tab decisiones em­
presariales, salvaguardando los dere­
chos de pmticipación e infonnación de 
los trabajadores, la veril1cactón por par­
te de la Amorid<:d Laboral de las cau­
s~ alegadas y el adecuado control JU­
dicial de la medida" ("). 

Por su pane, el Dictamen del Consejo 
Económlco y S ocia! sobre reforma del 
mercado de trabajo rcconooc "los incon­
venientes que el actual rég11nen de auto­
rización admimSU'atiYJ previa comporta" 
pero sugiere su manlcnimi~nlo IllCJlmtn­

do su funcionalid:1d y eficacia, pues "no 
puede tampoco 1gnorar los problemas que 
originaria la revisión judicial a posl~riori 

de la docisión empresarial" (1'). 

L:o ky 11/94 de rcfomta Jd ET no 
procedió a la supresión de esta peculta­
ridad de nuestro si:;tcwa, rompiendo en 
este punto la línea de ehminac16n del 
intervencionismo administrativo en las 
relaciones laborales que se deduce de 
la nueva redacción propue51a para lm 
anículos 4() [movilidad geogúfi.ca) y 41 
(modificación de las condiciones de tra­
bajo). Ahora bien, en relación con la 
normativa antes vigente, el te m~ de la 
autmización adminisuati va experimen· 
ta cambios. Por un lado, la detinición 
expresa del supuesto de despidos colec­
ttvos, que incorpora los aspectos cu:u,­
lirativos prcvi~tos por las Directivas 

comunitarias, limita el proccdimicnlo 
estudiado a las exlinciones de relacio­
n~s laborale., comprendida~ en los um­
br.Ues definidos por la nuevarcdacción 

del artículo 5!. De este modo, las ex­
tim:ioncs de contratos por debajo de 
esos supuestos se considerarán despi­
dos individuales y se someterán a con­
trol judicial a posteriori. Por otro lado, 
se agilizan los trámites para la extinción 
de contratos, con d .mnsiguicnre·aho­
rro para las empresas; ·reduciendo a ia 
mitad el plazo en el •que la autoridad 

laboral habrá de dar res puesta a la soli­
citud empresarial y cambiando ei senti­
do d~ ! si!endu admini;;tnnivo. 

VI. APRECIACIÓN DE LA 
APLICACIÓN DE LAS 
DIRECTIVAS. 

l. SITUACIÓN DE LA 
LECISLACJÓN ESPAÑOLA. 

Aunque el grado de adaptación de 
nuestra kgisl&ción a las direclivm; c:o .. 
mumtarias se desprende de lo tratado 
en Jos apartados :mtetiores. vemnos aho· 
ra brevemente. y a mudo de rccapi1 ul<t· 
ción, cuales fueron los aspectos de nues · 
tra ordenación de Jos despidos 
colectivos que a juicio de la Comisión 
se presentan como más conflictivos. 
Hay que tener en cuenta que si bien es­
tas apreciaciones del órgano comunita­
rio se hicieron en relación con una nor· 
mativa ya superada por la reciente 
reforma operada en nuestro Derecho 
labomi, son igualmente extensibles a la 
normativa vigente. ya que, como resul­
ta del presente estudio, la imponantc 
tarea de renovación del marco legal VÍ· 

geme no ha sido aprovechada para pro­
pidar de manera signitlcativa una ma­
yor aprox tmación al régimen 
comunitario. 

La Comisión constata en su infom1e 
al ConseJO la existencia de una conSt·· 
derablc ¡;onfomlidad de la lcgislaci6n 
española con el sentido general de la 
Directiva de 1975 e incluso con lama­
ym parle de las soluciones específicas 
propuestas por ella('' ). 

L:~ ausencia de definición concreta 
del despido colectivo de la que adole­
cía nuestro ordenamiento ames de la 
Ley 11/94, no comportaba por sí sola 
mcumplimiemo de la normativa comu­
nitaria, pues ya e ntonces la rcgul ación 
de las extinciones de contratos por mo­
tivos económicos o tecnológicos cum­
plía con el grado de protección exigida 
por la Directiva del 75 ('5). Esta laguna 

C~) Vów par-ticular que fúmml.a CO· 

kcri\·:tmc:nte eJ ,.,upu sc~undo dcJ 
Con~ejo cconómicD y sod~.l re lati­
·.•o ·:a la Jlrop LJt\'il.l de Dü:t&llCJl s0-

bre-l<J. r~fnmta del mercado de. lm­

MJD, püg' ll·l4. En é! se propvn< 
UJ,·sis:temaqu~ "garantkc In pat-:icl­
pa~SárH1c io:; represcnJantcs l:::guks 

de -los trabajfldDn.>:s medinnle l::t ins ~ 

tmm~nlar.ión de fEti'.CS previa~ de 
{ml.'lulUl y :kgoc.'-i:.lcióu durante L.'~ 
c'ntft':..~ 1:-~.o:. empn.•;.-.;;(L<; ap<-"'rrardn 1.:.1 ln· 

funmu..:icin prt:t·isn van1. dar com::;li · 
rltl a f¡ll p::nicipa.:1Óí'l, pu .. 11e:nd\., rnc· 

Jiar du;-untc tlldw pwc-cso t•t 
A11torídad l11bor:tl . 

Porolm 1;l;dn,lm in~-ClrnE~ l':I:.J.IxH';:ldl3 

pur un grupu til! ~xpt!rlo~ dd FMl 
(~li.-X. tt19:;). recomend6 a E..;;p<l!i.J 
4uc:. ~COinNh::-ir..~ con urgencia re;'o,-. 

m"·" ¡:E-:.Jrucru:'·llcs en :::í n::crcado de 
l!'ub"'jo, ('-llln: 1as. qut des.1m:-ab9: la 
"climin:tción o iimu<!ciónsmwn..:ial 
del uso de lu 3'J lúfizacitb <tdminis­

im:~va p::.ra la;,.; rcduccionc.~ dt= plun· 
tillo". 

('') Dictam~~n d~t C:.,n<>rj(] r:c()n,ími· 
e o y Su~i al ~ubre b n.:fonam Llcl ml.!r· 
cado de trah.::jl\ p~g. 29 

( >d J R:.!.ppo~t d:! b Commis::. inr, au 

Con¡.;~;J sur l ·~l:l.t d'ttpplieatlo:J ~e la 
dhectl\.'C concerrumt le r.~pprochc­
m~m ó~s i~r,í~l:uian.;; des El:tt."i m~m· 
bn:-~ rel:.ltl\'CS otl!X lict:nciem~ms co­
llc,:li~-~ . p<ig. TI. 

(w) R:-!llPOr1 de la Cl)lrtmis:.;im1 mJ 

Com:.::!l su: l'...:laid'kJp pliGnioH Jc- b 
dirccti \.'C cmK~rn:n1t 1.:: mppn)Chc~ 
m~nl Ues lt:~i:-.laüons des Ettüs mem-­
hrrs rc l:uive.!'i :u!>: l i cenc1~-m~nt~ co­

llcctifs, púg. 18. 



¡'"lD)--RuppCrl ··dt.· la·=C>cimanb~iOJl-... rm 
C'...cm~c i1 :.:;ur 1 ~61at-rl~-:1pplicminr:;de.-'i a 
din:ctive (."'~li..~cnlU!a~=· le·'TapproC.he. 

-mr..nt des tég~¡;;\aricm.'i.d(' .. Kl~t.ats me: m~ 

lm:.s rel u.d'i.'cs ::Hfx :lk·catciCtr~ents co .. 
Llc.ctit',;, pág. 79. 

(l¡) -Rappnrr de lr. Camm\~.;;ion aLJ 

Const:il su-r J'é-t: . .il d 'uppliC'atlcn de·la 
···ti irect1VC": c-..oncernnm:·"h:r--r:=tppro~hc­
lll~n ttlcs:ICgislutimlS ¡J.:os ElúB lll~·lll + 

hres r~l..<uiv~$- ·!nax lir.enc:iemcm.o; co­
l kctii'>, p:lg. 80 

inocua de nuestru Dercd w viene a ser 
cuhie11a poda reforma llevada a cabna 

través de la Ley 11/94. 

Sin emhargo. la Com1sión llamó la 
atención sobre la rcgu1Hci6n española 
de determinados aspectos del trámite 
de comulias con lo~ representantes de 
los trabajadores . Por un lado. eciló de 
menos en nuestro sistema una referen­
cia más precisa al objetivo y contem­
do de estas ·consultas, incluyendo en 
este úl timo aslxxlo la necesidad de una 
mayor concreción de la información 

qu e ha de transmínrse a los rcprcscn­
taniDs ele lo~ trabajadores. Tras la re­
forma del ET se especifica de modo 
más acorde con las Directivas comu­
nitaria~ el contenido de las consultas/ 
los objetivos que ha de perseguir este 
trámite, pero cabe lamentar que no se 
haya aprovechado la opOJ1Unidad pam 
establecer obligaciones más precisas 
en relación con la información a sumi­
nistrar a los representantes de los tra ­
bajadores, cuestión de gran trascenden­
Cia para la virtualidad del tnímite de 
consuil~ s q ue se configma con una es­
pecial importancia en el sistema comu­
nitario de los despidos colectivos. 

La Comisión también detecta que 
nucs\ra kgísl~ciún, separándose de lo 
preceptuado por la Directiva co­
munitaria, no impone al emplea­
dor lit obligación d¡; comunicar a los 
representantes de los trabajadores la 
not.ificación, en nuestro caso solici­
tud de autorizaci<)n ¡¡dministraliva, 

del proyec1o de despido colec1ivo. y 
además tampoco se precisa un plazo 
mínimo a parl:ir de esa notificaci6n 
antes d~l cual los despidos coleen­
vos puedan producir efectos, y por 
tanto l:nnpoco se abren posibili­
dades de ac1uación adminisuattva, 

ya sen para aumenta r o para reducir 
el plazo referido. Estas carencias de 
nuestro ordenamienro son importan­
tes a la hora de garantizar la partici­
pación de los representantes de los 
trabajadores en el procedimiento de 
despidos colectivos como las Direc­
tivas comunitarias exigen, y por otro 

lado para ~s~gnrar la efectividad de 
este mtsmo procedimieniU con·vistas 
~ Jnbü~queda de soluciones a los pro­
blemas planl~ados por los de,pidos 
proyectados. 

Sin embargo, la Comiúón al referir­
>C a E~pnfia a!'inna que el régimen de 
autorización administrativa hace que los 
aspec:os de dudosa ;1daptación de nues­
tro ordenamiento sean explicables como 
consecuencia lógica del protagonismo 
tk In Administración Laboral en el pro­
cedimiento, lo ~ual no ~s excusa - se 
dice- para que la adecuación legislativa 
•ca mejorable, por lo menos, en· los as­
pectos referidos("') 

Además, la Comisión considera 
que ht auscnci~ en nueslro ordena­
miento de reglas específicas sobre la 
protección del plazo de preaviso, pre­
visto por la Dircctiv~ del 75, parece 
susceptible de abrir al emp\eador la 
posibilidad de elegir, con ab.>oluia li­
bertad. el momento de la ruptura de 
lm contratos de trabaJO C'l-

2. PERSP~:C;TIVA GI<:NERAL. 

Desde una perspectiva más amplían 
~e lrala ahora tk lmzar ·btncmcntc d 
panorama general de lanonnarivade los 
diferentes países miembros de \a Unión 
Europea a la lLJZ dellnfonne de la Co­
misión de 13 de septiembre de 1991, 
dü igida a! Consejo de ia CE, y relativo 
al grado de incorporaci ón de l:! Directi­
va 75/129/CEE al derecho de los Esta· 
dos miembros. 

Seis Estados han recibido un visto 
bueno de sutic iente g1-ado de cumpli mien­
to de la nurmati va comunitaJia: Alema­
nia. Bélgica. Dinamarca, Francia, Luxem­
burgo y Paises BHjos. En d casu de 
Bélgica. la Comisión tomó nota de la rec­
tificación de cie:1os puntos que habían 
sido observados )J'.Jr el Tribunal de Justi­
cia de la CE en una demión de 1 'JX5 en 
relación con una serie de exclusiones no 
autorizadas por la Directiva ya las que ya 
nos hemos referido.anleriormentc. 



. · ... ·· .. 

Los puntos más imponames aún 
pendientes en lo que concierne a los 
demás pRíscs, sin incluir el nuestro. 
cuyo análiSIS ya se ha realizGdo a lo lar­
go 

• Grecia. 

a) La legislaci6n prevé una exclu­
sión no autorizada por la Directiva: la 
de los trobajarlorcs que son dcspcditlus 
por empresas de rrabajos a precio alza­
do cuando la cesación o suspensión de 
las actividades sea imputable al propie­
tario de la obra, y se trate del Estado o 
de.: una persona jurídica de derecho pú­
blico. 

b) l a !ey no exige la indicación del 
periodo en el que se r~alizar;{n los deo­
pides, en la infonnación que debe su­
ministrarse a los representame.s de lm 
trabajadores. 

* lrlandn_ 

a) El listado de las circunstancias 
~n tluc se consirlera que han tenido lu­
gar "despidos colectivos" puede dar un 
alcance menor a la legislación protec­
tora que lo establecido en la Directiva. 

b) La obligación de información y 
consulta sólo exisre cuando el emplea­
dor ha mantenido-habitualmente nego­
ciaciones colectiva.> con una organiza­
ción sindical o una a~ociaci(til de 
empresa. 

~Italia. 

•: ;.· 

Las observaciones de la Comisión 
fue ron elaboradas antes de que se adop­
tar<~ la ley 243 de.2..1 de JUlio de 1991, 
y por consiguiente noJ1an podido tener­
se en cuenta las modificaciones intro­
ducidas en el ré.gimen,dc,despidos·co­
Jectivos ·vigente hasta entonces;· basado 
parcialmente cn·lalegislación; ,pero en 
gran. parte tarnbién:en .. el;qmv.cnio co­
lcclivo·intcrconfe.deral de.~ 965. 

La Ley 233, ~g¡ín los Cluncntaris­
tas it~lianos. ha supuesto la adaptui6n 
de la n01m ativa de e~te país con la Di­
rectiva comunitaria. 

El TJCE ha denu nciado en llns oca­
sione>, una en 1982 y otra en 1985, el 
incumplimiento 1)()r parte de lt:1lia de la 
Directiva de 197 5. y ello en· varios as­
pectos de la regulación de és1a. Por un 
lado en lo que concierne al ámbito per­
sonal (exclusión de la agricultura y el 
comercio). pero l:ambién en relación con 
d contenido de la información que debe 
suministrarse a !os representantes de los 
trabajadorc~. y con la notificación de 
los despidos proyectados a la autoridad 
púb lic.~ competente, desconocida en la 
legislación irali11n:; (l'). Por ello conclu­
ye la Comisión que "e.sta situación nos 
ha llevado a no tomar en consideración, 
en este informe l:1s pc.:uliares ~olucio­
nes de la reglamentación ital iana para 

la maynr parre de los problemas plan­
teados por la aplicadón de la Directi­
v~t" (l'l). 

*PortugaL 

En este país la Comis1ón ha detec­
tado una inflexión de \a evolución le­
gislativa en materia de despidos colec­
tivos en un sent:ido menos protector 
como wnsccL'encia de las rcfonn:~> ope­
radas por el Decreto-ley 64-A/i 989. 
Así, se opera la sustitución del sistema 
de autorización a~.lministratíva ,..._..,, el 
de la consutaci6n/negociación con los 
representantes de los trabajadores. Sin 
embargo 1~ Comis.ión ll ama la atención 
sobre los siguientes aspecto s: 

a) l-~ definición de despido colecti­
vo desde. el pum o de vista de los morí­
vos no parece enteramente -adecuado a 
la definición propia de la Directiva. 

b) Posible exclusión no autmiza¡ja 
de los trabajadores portuario>. 

e) La ley '!lO impone la indicación 
del período durante el cual se efectua­
rán los despidos . 

("} Comntission/hnlic.oalf:úre 9t/8!. 
Re.cu3iJ 19&2.-2-H\3.+· - ~' 

(>') Rapport d• · 1• Commi«i<1n a u 
Cnnscil sur t' ~uu d'applicolio:l de la 
dire.ctive conct;rnanr·~e rnpprochc­
mcntdes légi;lulions des EtHts mcm­
bre.s relat.i\'~.s:ftux ·-1iccnCieme-nrs co­
llectifs, pág. 84. 



("'·i'Coonitti ~sion/Belgiqoe;oaffai re 

2 l 5/83,;RccYcil i.!985; 1039;"Com­
'r~i~sior.11tni ie ;··nffa ire 1·31/84, Re· 
cuciH·-985:.-·3531) . . , ., ··.·v e' '' 

W},D:utsk·M cmlarbciucrforburnl ct 
Spe<>ialarbeidert"orbundet·i·Dnnmark 
v. 'Nicl>cn-& Son-Maskir.-fabrik·Ai 
S.'im faillitc. affaireo2R4/83, Recueil 
t934, 553. 

(" J Rappon .-de In Cammission au 
Conseihuri'ét~t rl'apptíontion dt la 
dirc-<!tivc- conccmwu le rapprocllc· 
mentdes l6g.isl9tions des Etars m.e-111 · 
brcs rc l:uiv.::~ uox liccncicmcnt& <.:o· 
llecti fs, introdlltci6n. 

d) No existe un procedimiento ad · 
ministrativo autónomo: las ~utoridades 
~tihninistrativas sólo inte rvienen como 
conciliadoras en las consulws o uego­
ciaciones enrre los tmpleados y los u:· 
prcsentantcs de los trabajadores. 

"' Reino llnidu. 

a) La ley sólo prevé consultas con 
los representantes de un sindicato inde­
pendiente reconocido por el empresn­
rio, lo cual puede fnu;tar el prucedimien­
ro si el empleador no reconoce ~ ningún 
sindicato a dicho efecao. 

b) No e xiste la obligación pa ra el 
empleador de proceder a consullas "con 
vistas a alcanzar un acuerdo" como pn:­
vé la Directi V<l. 

En síntesis resulta un importanlc gra­
do de garantismo de los país.!s de la CEE 
1:11 111ateria de despidos colecti\'OS y los 

incumplimienaos se refieren sobre todo 
a tijación de plaws para el despido, nl­
gunas exclusiones del régimen y la obli­
gatOJi edad y conlenido de las consultas. 

Como consecuencia de esta situa­
ción la jurisprudencia del TJCE e;; más 
bien escasa y trata cscncialmcnlc sobre. 
la calidad de las medidas adoptadas por 
los Estados miemhros para poner en 
pr:íctica la Din:t:tiva comunitaria. En 
re.Jación con la obligac ión de los Esta­
dos miembros de ejecutar las dispos i­
~is!n.c"~.c:lc.l~Di~li~.{\-$~LG1nt:c.nd~.d~­
ramcutc tlc la jurisprudencia del TJCEE 
la exigencia de que la Direcaiva sea en­
tera y adecuadamenae ejecutada en el 
orden intcmo, sin "onsidcmciún a las 
dificultades económicas y soctales exis­
tentes en los Estados miemhros ni a las 
prácticas que allf estén en vigor ('"). 

VII. CONCLUSIÓN 

Las Directivas d~ la CEE 75/129 y 
92/56 abordan la conflictiva materia de 
las extinciones colcctiv~s de relacione.~ 

labor~lc~. tema particulrumcnte sensi· 
ble a ios cambios propios de la coyun­
tura económica. En este .. conlcxtu, la 
nonnativa comunitaria responde al de­
signio de asegurar una protección mí­
nim~ en todos los Estados miembros a 
los !rnbaj;tdorcs afccttldos por este tipo 
rlcci~iones, consagmndo unos mecanis­
mos garantistas en el procedtmienlo de 
despidos que sirven de cuntt'llpcso a 1;t 

temiencia de hacer descargar los efec­
tos de las mt:didas correctoras sobre 
aquéllos que se encuentran más necesi­
tadrls de la protección de la legislación 
estatal. 

C'.omo ha señalado la jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia de las C'.omuni-

1 dades Europeas. el objetivo garamista 
de las Directivas comunitarias se cum­
ple básicatllcntc R trnvés de la previsión 
de un período de comultas con los re­
pre.~entantes de los trabajadores y de una 
notificación previ~ a la auloridatl ptibli­
ca competente, a fi n de evilar los despi­
dos proycct.acto~ y de atenuar sus con­
secuencias ¡<~ ) . La Comistón. en su 
informe a! Con~ejo de 13 de septiem­
bre de 1991. sobre el ~tadu de aplica­
ción de la Directiva 75/129/CEE en los 
Esi<Kios miembros. sciiakí que éWt tie­
ne por objeti vo principal fortalecer la 
protección de los embajadores en ;;itun­
cione$ de despillo colectivo, estable­
ciendo a tal efecto un "dispositivo que 
funciona a dos niveles: comprende un 

procedimiento de consulta• con los re­
presentantes de los trabajadores - que 
tiene por objelivo la obtención de un 
.l\mr;~¡.,, ~ l Jt~ ¡~mt;¡;¡\irn~ml.l' .a¡\m\ui.~­

trativo que tiende a la búsqueda, a tra­
vés de la intervención de la auloridad 
pública competente. de soludones a las 
con~ccttencias sociales de los despidos 
colectivos" (' 1). 

Por otro lado, la nonnativa comuni­
taria sobre la materia riene la intención 
expresa de no constituirse. en obstáculo 
para la adopción por los Estados miem­
bros de dispos ic ion~ más favorables, 
de manera que vienen a configurarse a 
sí mismas como normas de mínimos que 
si hien ruin de ser rc~petadm; por los or-



denamienlos inlcmo~. tambtén pueden 
por éstos ser mejoradas. 

Artículo 5 Directiva 75/129/CEE. 

·La presente Directiva no afectará a 
la fftcultad de los E~tados rmcrnbros de 
aplicar o de mtroducir disposic10nes 
legales, reglamentarias o administrati­
vas más favorables p~.ra los trabajado­
res". 

Este compromiso garanusta comu­
nitario es digno de elogio en nuemos 
tiempos. En ellos. !:1 regulación labo­
ral se encuentra en la encrucijada de 
afronrar las tensiones existentes entre 
el cumplimiento de w finalidad fun­
damental de garantizar la posición de 
los trabajadores en la relación de tra­
bajo y la necesaria atribución a las 
empresas de instrumentos háblies para 
una g~~-srilín ~f¡cRz de los recursos lw­
manos por ellas disponibles que per­
mitan 12 mejora de su' re~ultados , 

como condición del fortalecimiento de 
la economía nacional. 

Nuestra economía, hoy ya dentro del 
marco comuníwno, s~ ~nfrcnt~ 3 nue­

vos retos: la integractón en la econo­
mía europea, a través del cumplimiento 
de las exigenci~s de cunvcrgcncia: lR 
progres1va imemacionalización de la 
economía, expresada er. fenómenos 
como el acceso al mercado y a la 
competencia mternacional de países 
hasta cnronces alejados del escenario 
económico; aceiemdón del proceso de 
innovación tecnológica, ele. 

E~tos nuevos retos, cuya iueidencia 
se dramatiza aún más cuando han de ser 
afrontados en fases bajas del ciclo eco­
nómico, hacen que se abra un dcbHtc 
marcarlo por la invocación de ténninos 
tales como "rigidez''-"flcxibilid~d", "n::­
gulación"-"desregulación"; cuyo ama­
gonismo prelmdc erigirse en prueba del 
compromiso de posiciones enfrentadas, 
pero lJUC la mayoría de las veces no en­
riquecen el conienido del a discusítÍn ni 
ap011an soluciones concretas a los pro­
blemas planteados. 

El tema objeto de este estudio ha 
obtenido atenc1ón especiai en dicho de­
bate, dada su particular sensibilidad 
rcspc~ro de los fenómenos aludidos("). 
En este sentido, el presente trabajo pre­
tende resalwr el esfuerzo realizado a 
mvel comunitario para garantizar en 
torios Jos países de la Unión Europe~ 
Lmos tul1 brales mínimos de protección 
de los inte reses d~ los trabajadores afec­
tados por despidos co!ecttvos, contribu­
yendo de este modo a definir los ele­
mentos difcrcnciatlurcs de la cullllra 
política europea. 
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